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“Tú debes ser el cambio que deseas ver en el mundo”
Mahatma Gandhi
La justicia ambiental, a nivel global es un concepto que se ha venido
incrementando debido a la aceptación que tiene dentro de los
movimientos sociales y ecologistas por la incidencia de su definición al
tratar de confluir la justicia social, la protección del medio ambiente y la
participación de las comunidades en los fenómenos más vulnerables de
las sociedades actuales.
En Colombia, la justicia ambiental, es un tema completamente nuevo,
aunque se han dado algunos esbozos sobre el concepto de la misma,
queda mucho camino por recorrer, cabe resaltar que la jurisprudencia de
la Corte Constitucional y la Normatividad Legal de los últimos años, están
proyectando de manera optimista que dicho concepto llegue a aplicarse
de la mejor forma en el ordenamiento colombiano.
Esta investigación tiene como finalidad poner en acción el concepto de la
justicia ambiental acorde a la normatividad actual, para dar solución a un
fenómeno de contaminación ambiental que está vulnerando el derecho a
un ambiente sano, la protección del medio ambiente y el ordenamiento
territorial debido al incorrecto manejo de las aguas residuales y las redes
de alcantarillado que son vertidas en una fuente hídrica, conocida como
Caño Leche Miel, en el municipio de Monterrey, Departamento del
Casanare.
Esta es una investigación jurídica, socio-jurídica e ius política que
pretende demostrar como la participación de las comunidades, garantiza
la justicia social y la protección del medio ambiente, desde las
regulaciones político administrativas del municipio, en la búsqueda del
primer paso, a grandes rasgos, de una cultura política de cooperación
como un posible nuevo sistema de desarrollo para el país.
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CAPITULO I
1. ASPECTOS GENERALES DE LA JUSTICIA AMBIENTAL
1.1 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA SOCIOJURÍDICO
1.1.1 IDENTIFICACIÓN DEL PROBLEMA
El Municipio de Monterrey ubicado en el Departamento del Casanare, a
una distancia aproximada de 105 Kilómetros de la ciudad de Yopal, es
reconocido como uno de los municipios a nivel nacional con más afluencia
de fuentes hídricas, tales como los ríos Guafal, Los Hoyos, Túa y Tacuya,
además de las de numerosos caños, quebradas y algunas aguas más1.
Entre los caños, el Caño Leche Miel, es uno de los senderos fluviales más
destacados debido a su trayectoria puesto que se origina en la Vereda
Buena Vista (zona nororiental) atravesando el casco urbano del Municipio
y desembocando en otro caño denominado Caño Grande2 (zona sur). En
el año 2007 el presidente de la Junta de acción comunal de los barrios
aledaños al Caño Leche Miel, elevó un Derecho de Petición ante la
Personería del Municipio, en el que se informaba que un tubo de aguas
residuales estaba derramando dicho contenido en el trayecto ácueo
ocasionando contaminación del agua y por consecuencia malos olores.
De igual forma, se solicitaba en dicha petición, que se le prestara atención
al problema y se le diera una solución pronta, puesto que afectaba a los
residentes cercanos del Caño. Lastimosamente hasta la fecha no se ha
obtenido respuesta.
En Monterrey, es evidente la afectación al derecho a un ambiente sano,
puesto que no existe un sistema integral de acueducto y alcantarillado
que permita el manejo adecuado de las aguas residuales, además de la
falta de atención, cuidado y planificación que se le ha dado al problema,
tanto por entidades municipales, como departamentales y regionales. Un
claro ejemplo de lo anterior resulta siendo la Resolución N° 200.15.05-805
1 ALCALDIA DE MONTERREY. (s.f.). MONTERREY. Recuperado el 12 de 08 de 2014, de
http://www.monterrey-casanare.gov.co/index.shtml?apc=v-xx-2486484&x=1915134




expedida por la Corporación Autónoma Regional de La Orinoquía
“CORPORINOQUÍA” la cual concede el permiso a la Administración
Municipal para que se realice el vertimiento de aguas residuales
domésticas tratadas al Caño Leche Miel3 por consiguiente la
administración municipal debía implementar el tratamiento de dichas
aguas. Para lo anterior se establece en el Acuerdo 025 de Septiembre 03
de 2009, el proyecto de esquema de ordenamiento territorial, en el cual se
plantea que debe crearse una planta de tratamiento de aguas (no
específica que tipo de plantación) que, por observación científica, se
denotó que sería una Laguna de Oxidación, lastimosamente la
mencionada construcción no llegó a su fin y por lo tanto no existe un
sistema de tratamiento de las mismas.
Asimismo es carente el mantenimiento del alcantarillado, porque, como el
señor peticionario expresa, existe tubería en mal estado que vierte las
aguas residuales en el trayecto del caño que atraviesa el área urbana,
además éstas son transportadas por el sistema de tuberías y desechadas
en el tramo final del caño Leche Miel, cercano a la obra inconclusa de la
laguna de oxidación, dando así como resultado la desembocadura de las
aguas en Caño Grande y por consiguiente, debido a las trayectorias
fluviales, en el río Túa, generando un nivel de contaminación de las
fuentes hídricas de grandes proporciones.
Actualmente respecto a la inexistencia de una planta de tratamiento de
aguas residuales, el Gobierno Nacional en el mes de Marzo de 2014, a
través del Ministerio de Vivienda, anunció una millonaria partida para la
construcción de la misma4. En cuanto al Esquema de Ordenamiento
territorial del Municipio, su estado actual es la consulta democrática que
3 ALCALDIA DE MONTERRREY. (2009). AJUSTE AL ESQUEMA DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL.
MONTERREY: CONCEJO MUNICIPAL
4 MINISTERIO DE AMBIENTE, VIVIENDA Y DESARROLLO TERRITORIAL. (JULIO de 2004). PORTAL
TERRITORIAL. Recuperado el 13 de 08 de 2014, de http://portalterritorial.gov.co/apc-aa-
files/7515a587f637c2c66d45f01f9c4f315c/Adopci_n_POT_preliminar.pdf
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se exige legalmente para ser presentado ante el concejo municipal y
esperar así su pronta aprobación. Cabe resaltar que éste EOT está
reglamentado bajo la Ley 388 de 1997 “Ley de Municipios” y su año de
planteamiento fue el 2009, existiendo así 5 años en los que no se han
dado soluciones eficaces para garantizar el derecho a un ambiente de los
ciudadanos afectados por la contaminación del caño Leche Miel y tiempo
en el cual ya se ha promulgado la Ley 1454 de 2011 “Ley Orgánica de
Ordenamiento Territorial”.
1.1.2 DELIMITACIÓN DEL PROBLEMA SOCIO-JURÍDICO
ESPACIO: Municipio de Monterrey, Departamento de Casanare
TIEMPO: Año 2007 hasta 2014.
SUJETOS: Administración Municipal de Monterrey, Empresas Públicas de
Monterrey y habitantes de los barrios aledaños al Caño Leche Miel.
1.1.3 DESCRIPCIÓN DE LA SITUACIÓN SOCIO-JURÍDICA
DEL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN
En el año 2007, el presidente de la junta de acción comunal de los barrios
aledaños al caño leche miel elevó una petición ante la personería
municipal solicitando se atendiera de forma especial el vertimiento de
aguas residuales que se encontraba realizando un tubo de las redes de
alcantarillado puesto que éste se había deteriorado. La personería
municipal del municipio no logró dar respuesta pronta al problema que
sucedía y por lo tanto las aguas siguieron vertiéndose al caño de forma
regular, ocasionando malos olores, enfermedades contagiosas,
contaminación de las aguas y por consiguiente una vulneración al
derecho a un ambiente sano de todos los que habitan el sector.
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1.2 FORMULACIÓN DEL PROBLEMA SOCIO-SOCIOJURÍDICO
El Ajuste al Esquema de Ordenamiento Territorial propuesto en el
Acuerdo Municipal 025 de 2009 por el Concejo Municipal en
Monterrey-Casanare no está adecuado frente al manejo de las
aguas residuales y el sistema de alcantarillado frente a la situación
medio ambiental del Caño Leche Miel, por lo cual existe una clara
dificultad en la realización de la Justicia ambiental en el municipio.
1.3 HIPÓTESIS
Las circunstancias observadas en el caño Leche Miel debido al alto
contenido de contaminación y proliferación de enfermedades y malos
olores, dan lugar a la afectación del derecho a un ambiente sano de los
habitantes que residen en las cercanías del mismo. Este derecho puede
ser protegido desde la perspectiva de la justicia como equidad y la justicia
ambiental por una propuesta de ajuste al EOT, enmarcado en el acuerdo
025 de 2009 del Concejo Municipal, que se presente en el marco de la




Presentar una propuesta de recomendación al ajuste del EOT en relación
a los artículos que hacen referencia al sistema de alcantarillado y manejo
de aguas residuales en Monterrey Casanare
1.4.2 OBJETIVOS ESPECÍFICOS
1.5.2.1 Analizar desde la justicia ambiental la realización del derecho a un
ambiente sano.
1.5.2.2 Interpretar la relación existente entre el manejo del sistema de
alcantarillado y el esquema de ordenamiento territorial.
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1.5.2.3 Valorar la consulta democrática como punto estratégico para el
desarrollo del esquema de ordenamiento territorial.
1.5 JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN
La consulta democrática que se realiza como parte fundamental del
desarrollo de un esquema de ordenamiento territorial, basa su
importancia, en la participación que debe otorgársele a la ciudadanía
quienes son los directamente beneficiados o afectados con las decisiones
que dicho esquema propone. Ahora bien presentar un ajuste al esquema
parcial de ordenamiento territorial que se implementará en el municipio de
monterrey- Casanare respecto a la reestructuración de las redes de
tuberías de alcantarillado y el mantenimiento que se debe hacerle a las
mismas involucra a la población afectada para que proponiendo éste
compromiso se garanticen sus derechos a la equidad social y
sostenibilidad ambiental establecidos en la ley 1454 de 2011 ley orgánica
de ordenamiento territorial, los cuales son los principios básicos de la
justicia ambiental como valor rector del ordenamiento territorial.
Este tipo de participaciones directas en las que se involucra la ciudadanía
permiten que las personas tengan más conocimiento y acceso directo a la
administración municipal para expresar sus aportes al ordenamiento
territorial puesto que generando equidad social y protección del medio
ambiente se responde a la mejoría de calidad de vida de las personas lo
cual es un fin primordial de un estado social de Derecho.
Por último entre uno de los aportes más relevantes de la investigación
puede considerarse la innovación del valor de la Justicia Ambiental en
Colombia como principio rector del ordenamiento territorial ya que se
encuentra enmarcado en preceptos constitucionales como lo son el
Derecho a la igualdad y la regulación del medio ambiente pero también en
preceptos legales puesto que dos de los principios de la ley orgánica de
ordenamiento territorial hacen referencia a la equidad social y la
sostenibilidad ambiental; esto quiere decir que Colombia se encuentra en
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un avance positivo en la búsqueda de la justicia ambiental como valor
reinante para la aplicación de la regulación legal sobre temas como el
ordenamiento territorial, la justicia social y la protección del medio
ambiente.
1.6 RESULTADOS ESPERADOS
 Demostrar que en la actualidad el esquema parcial de
ordenamiento territorial no propone la reestructuración ni el
mantenimiento de las redes de tuberías de alcantarillado.
 Dar a conocer a los líderes de los habitantes más afectados por la
contaminación del caño leche miel, la propuesta de ajuste al plan
parcial de esquema de ordenamiento territorial sobre los artículos
que señalan el manejo del alcantarillado
 Contribuir a que las personas participantes de la consulta
democrática tengan más información sobre la situación actual de
las redes de tuberías de alcantarillado y puedan tener un respaldo
investigativo frente a la propuesta de un ajuste al plan parcial.
 Por último presentar en la consulta democrática la propuesta de
recomendación al ajuste al esquema parcial de ordenamiento
territorial en el que se solicita implementar el mantenimiento y
reestructuración de las redes de tuberías del alcantarillado.
 Establecer un precedente de acción universitaria en la cual se
demuestre que los trabajos de investigación pueden llegar a ser
aplicados desde el método de acción-participación e incentivar a
los demás estudiantes a vincularse en la cooperación activa para




2. LA JUSTICIA AMBIENTAL EN ACCIÓN
2.1 ESTRATEGIAS METODOLÓGICAS DE LA INVESTIGACIÓN
2.1.1 Población
La población en general son los ciudadanos residentes en el municipio de
Monterrey Casanare, pero desde un punto de vista más específico son los
habitantes de los barrios los cuales se encuentran ubicados a una
distancia cercana del Caño Leche miel.
2.1.2 Marco Geográfico
MONTERREY
“Monterrey Casanare está localizado aproximadamente a 105 Km al sur
occidente de la ciudad de Yopal, capital del departamento de Casanare,
sobre territorios quebrados en los que sobresalen como accidentes
orográficos los conocidos por los nombres de las lomas de Monserrate y
la cuchilla de Palmicha, correspondientes al relieve de la vertiente oriental
de la cordillera Oriental, que en esta jurisdicción, por su conformación
topográfica, presenta los pisos térmicos cálido y medio, regados por las
aguas de los ríos Guafal, Los Hoyos, Túa y Tacuya, además de las de
numerosos caños, quebradas y algunas aguas más
Corresponden a los Límites del municipio:
Norte: Páez Boyacá y Tauramena.




Extensión área urbana:5.49 Km2
Extensión área rural:874.08 Km2
Altitud de la cabecera municipal (metros sobre el nivel del mar): 500
m.s.n.m”5




La ubicación geográfica del Caño Leche miel muestra su origen en la
Vereda Buena Vista (zona nororiental) atravesando el casco urbano del







La investigación atinente a las normas jurídicas, la jurisprudencia y la
doctrina, como también en las diferentes aéreas del conocimiento del
derecho (Público y Privado).
2.1.4 Investigación Jurídica
Frente al problema de investigación vamos a estudiar las normas
jurídicas, la jurisprudencia y la doctrina para esto tomamos las normas
jurídicas en sentido restrictivo y los del sistema jurídico en sentido
extensivo.
2.1.5 Investigación Socio-jurídica
La investigación es socio-jurídica. Hace referencia a la contradicción de
derechos que existe, debido a que el esquema de ordenamiento territorial
no es el adecuado para la situación medio ambiental del Caño Leche Miel
que como resultado hace que se incumpla el derecho a un ambiente sano
y es contrario a la justicia ambiental.
2.1.6 Investigación Ius Política
Debido a la manifestación jurídica que se presentan en los procesos
políticos, entre ellos el reconocer que la participación popular es una
forma de proferir las normas jurídicas, en el entendido de que el Estado
debe es el transformador de lo político en lo jurídico y lo jurídico como
factor de estabilidad6 para el cumplimiento de los fines del Estado, puede
decirse que en esta investigación, la participación popular de las personas
frente a la implementación del esquema de ordenamiento territorial es un
garante de la protección al medio ambiente y el derecho a un ambiente
sano.
6 . CENTRO DE INVESTIGACIONES, UNIVERSIDAD LIBRE. GUÍA PARA LA ELABORACIÓN DE
PROYECTOS DE INVESTIGACIÓN. BOGOTÁ : Centro de Investigaciones Sociojurídicas, 2011
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2.1.7 Método Acción Participativa
Se utilizará el método de acción participativa puesto que mediante éste
enfoque desarrollar propuestas que centren la atención en la práctica
participativa, sobretodo, de las poblaciones marginalizadas. Por lo anterior
es el método más adecuado para la investigación ya que lo que se
pretende lograr es que las personas más afectadas por la contaminación
del caño Leche Miel sean quienes presenten una posible solución ante la
entidad administrativa para que se garanticen sus derechos
constitucionalmente amparados.
2.1.8 Observación
Mediante el proceso de observación se pudo denotar las cualidades
físicas que generan la contaminación del Caño Leche Miel, puesto que
era necesario conocer el estado real de la fuente hídrica, su aspecto y
delimitación territorial, además de factores sociales y culturales que
pueden llevar a que se vea afectado la protección al medio ambiente y
como consecuencia se vulnere el derecho a un ambiente sano de los
habitantes de los barrios aledaños al mismo.
2.2 FUENTES TECNICAS E INSTRUMENTO DE RECOLECCIÓN
DE LA INFORMACIÓN
2.2.1 Fuentes Primarias
Se considerarán los datos producto de la aplicación de instrumentos como
entrevistas, encuestas, filmaciones, registro fotográfico, leyes y actos
administrativos7 pertinentes a la investigación.
2.2.2 Fuentes Secundarias
Uso de información proveniente de interpretaciones ya elaboradas por los
teóricos. Usaremos las fuentes de teóricas que se han referido al tema del
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ordenamiento territorial, además de la contradicción y ponderación de
valores constitucionales y legales referentes a la justicia ambiental.
2.2.3 Metodología de Encuestas
La metodología que se utilizó en las encuestas está orientada a analizar
los aspectos más importantes acerca de la justicia ambiental, tales como,
las causas que originan la vulneración a un derecho a un ambiente sano,
el tiempo desde que se viene desarrollando dicha vulneración, la
población más afectada, entre otros. El tipo de preguntas se realizaron de
forma cerrada que puedan representarse en cifras.
2.3 ANALISIS DEL TRABAJO DE CAMPO
A continuación se presenta la información recolectada en el trabajo de
campo acorde con el plan de las estrategias metodológicas, junto con la
graficación e interpretación de los resultados.
Se realizaron las encuestas a una población de 52 personas, habitantes
de los Barrios que se consideran más afectados, entre estos los Barrios
15 de Septiembre, Paomare, Julia Luz, Olímpico, y otros como el Barrio
Pradera y el Barrio Paraíso.
2.3.1 Afectación debido al Caño Leche Miel Gráfica 5










2.3.2 Conocimiento del estado en el que se encuentra el
Caño Leche Miel Gráfica 6
SI: 27 NO: 25
2.3.3 La contaminación es el posible mayor problema del
Caño Leche Miel según los afectados
Gráfica 7















2.3.4 Conocimiento de la principal causa de
contaminación del Caño Leche Miel Gráfica 8
Arrojamiento de basuras por parte de la comunidad: 29
Mal Manejo de Aguas Residuales: 20
Contaminación por parte de la entidad privada: 3
2.3.5 El problema de contaminación del Caño se
desglosan otros, tales como: Presencia de
Mosquitos, Malos Olores, entre otros. Según los
afectados Gráfica 9
SI: 52 NO: 0
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2.3.6 ¿Hace cuanto tiempo considera usted que la
comunidad ha sido afectada por la contaminación del Caño Leche
Miel? Gráfica 10
6 MESES: 1 igual a 2%
2 AÑOS: 3 igual a 6%
5 AÑOS O MÁS: 48 igual a 92%
2.3.7 Conocimiento de algún recurso interpuesto por algún
habitante referente al tema
Gráfica 11
SI: 3 NO: 49
6 Meses
2 años








2.3.8 Conocimiento de acciones que haya implementado las
autoridades administrativas del Municipio para solucionar
el problema
Gráfica 12
SI: 7 NO: 45
2.3.9 Los más afectados por las condiciones del Caño Leche
Miel según los habitantes Gráfica 13
MUJERES: 0
HOMBRES: 0


















2.3.10 Consideraría necesaria la reubicación del Barrio en el que
reside
Gráfica 14
SI: 2  NO: 50
Síntesis:
2.4 ANÁLISIS DE INFORMACIÓN RECOLECTADA EN
ENTREVISTAS
Población entrevistada:
 Alcalde del Municipio de Monterrey Señor Nelson Bacca Barreto,
reemplazado por el Secretario de Gobierno el Señor Fabio
Barreto.
 Doctor Juan Gregorio Eljach Pacheco para el 2011 ocupaba el
cargo de Secretario Comisión Especial Procesos
Descentralizados del Senado de la República, actualmente es el
secretario general de dicha corporación.
En el proceso de recolección de información realizado mediante la
herramienta de las entrevistas se solicitó la colaboración del Alcalde en
primer lugar puesto, que se necesitaba conocer que tan informado se
encontraba frente a la contaminación que se presenta en el caño Leche
Miel, lastimosamente debido a las ocupaciones del alcalde no se pudo











gobierno quien manifestó en la misma que no tenía mayor conocimiento
de la situación en la que se encontraba el caño, a pesar de que trató de
evadir las preguntas que se le hicieron, expuso que efectivamente el caño
se ubicaba en una trayectoria en la que atraviesa todo el casco urbano.
Por otro lado el Doctor Eljach nos explicó el funcionamiento de las
comisiones de ordenamiento territorial y la importancia de las mismas en
el nuevo ordenamiento puesto que expresa que las mismas harán una
investigación y afianzamiento cognoscitivo respecto del ordenamiento
territorial del país ya que muchas veces la falencia de este tema radicaba
en la falta de conocimiento que se tiene sobre el mismo, ahora bien
resalta la importancia de los conceptos que se darán frente a la
organización territorial que plantea la creación de regiones administrativas
para la cooperación nacional entre territorios y la ya expuesta asociación
de municipios que ahora tendrá respaldo en la misma Ley 1454 de 2011
para que se organicen sistemas integrados de ayuda entre ellos y se
pueda lograr un mejor desarrollo para los mismos.
Explica de igual forma que los beneficios ambientales que traerá la
mencionada ley son enormes puesto que los principios enmarcados en la
misma fueron enmarcados en relación a la protección del medio
ambiente, a la equidad social y territorial además de la sostenibilidad del
mismo y la participación que ostentarán las comunidades frente al
desarrollo de los temas del medio ambiente.
Para finalizar, hace referencia a la importancia tan grande que tiene la
nueva organización territorial del país ya que en los próximos años deberá
implementarse la creación de las regiones administrativas y se le dará
sostenibilidad legal a los territorios indígenas procurando la equidad social
entre las comunidades minoritarias y la distribución equitativa de los
recursos que tiene Colombia.
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2.5 MARCO REFERENCIAL
2.5.1 ESTADO DEL ARTE O ANTECEDENTES DE LA
INVESTIGACIÓN
2.5.1.1 Justicia Ambiental. El estado de la cuestión, Alicia Arriaga
Legarda y Mercedes Pardo Buendía. España
El estado de la cuestión hace referencia al concepto de la justicia
ambiental desde su punto teórico y el propósito que debe desarrollar en
las actuaciones políticas y los movimientos medio ambientales.
Se sabe que el origen del concepto de la justicia ambiental, nace en
Estados Unidos a raíz de los movimientos por la justicia ambiental de
las personas de color y la lucha de la clase obrera contra la
contaminación tóxica, pero existen otras teorías como las que citan
Cole y Foster, dos investigadores y activistas sociales
estadounidenses, en las cuales comentan que la justicia ambiental
cobra vida a partir de 6 movimientos diferentes, entre los cuales se
encuentran los movimientos por los derechos civiles, los movimientos
anticontaminación, el ámbito académico, la lucha de los indígenas
americanos, el movimiento obrero y los ecologistas tradicionales.
Arriaga y Pardo exponen que la justicia ambiental nace a partir del
creciente apoyo social que reciben los movimientos medio
ambientalistas lo cual es un indicador de los cambios inter-
generacionales de las sociedades post-industriales y esto origina un
cambio cultural en la sociedad, en la cual, deben priorizarse los valores
post-materialistas (pertenencia, autoestima, auto-realización) sobre los
valores materialistas (supervivencia y seguridad del individuo).
Luego del desarrollo histórico de la Justicia Ambiental, las autoras
describen un concepto de justicia ambiental que expresa la unión entre
la justicia social y la protección del medio ambiente esto quiere decir
que la justicia y la equidad deben estar encaminados en la distribución
de los beneficios y costes medio ambientales de los grupos menos
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favorecidos, menos interesados por el impacto ambiental pero de igual
forma los más afectados. Es allí donde se cuestionan el por qué de la
relación entre los grupos minoritarios y la afectación ambiental por
contaminación sobre todo de fuentes hídricas o de territorios receptores
de residuos sólidos. Frente a esto se indican estudios en los que las
poblaciones minoritas tales como las personas de color estaban
ubicadas cerca de los vertimientos de residuos sólidos y líquidos, por lo
cual vivían en condiciones contaminantes que atentaban contra su
salud pero, aunque era una situación difícil, ellos preferían residir en
esos lugares puesto que el costo de vida era más bajo y muchas veces
trabajaban en las plantas de tratamiento o en los territorios destinados
a manejos de residuos sólidos, resultando así, una conveniencia útil
para poder sobrevivir.
La justicia ambiental siempre ha estado presente en el desarrollo del
ser humano, tanto así, que estudiosos como Melosi, describen como
las civilizaciones antiguas, por orden natural, han desechado y
generado residuos que han dejado fuera de la vista, por lo que la
injusticia ambiental se ha presentado desde que los primeros humanos
habitaron la tierra, pero cabe resaltar, que su auge se dio en la
Segunda Guerra Mundial cuando se empezó a hablar del tema, más a
fondo, debido a la preocupación que generaba toda la producción de
residuos tóxicos que dejó la misma, como lo explica Pellow.
Un punto de focalización del problema puede ser el manejo de las
aguas residuales puesto que al no ser manejadas de la mejor forma y
por su aspecto poco agradable a la vista, éstas se concentraban
principalmente en las áreas donde se asentaban las minorías étnicas,
las clases más pobres y los grupos políticos más desfavorecidos desde
la antigua Roma, Grecia, Egipto sobre todo en la edad media en
Europa. Es así como muchas veces se asimilan a éstos grupos
minoritarios como pobladores cercanos e incluso existe una percepción
sensitiva de contaminación que ha quedado marcada en nuestro
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cerebro inconsciente y ha sido transmitido de generación a generación.
Es por eso que Pellow, investigador del desarrollo de la justicia
ambiental, explica que la misma puede ser entendida como un proceso
socio-histórico puesto que los trabajos más peligrosos y no deseados
han sido llevados a cabo por estos mismos grupos a lo largo de la
historia.
Es así como la multiplicidad de casos en los que las minorías se han
visto relacionadas con la contaminación ambiental, sobre todo, en
razón del manejo de residuos, ha desatado muchos movimientos
medioambientalistas que han luchado por defender las fuentes hídricas
y el medio ambiente en general, pero en base a las luchas de las clases
sociales menos favorecidas se ha dado un giro hacia la justicia
ambiental como el valor que reúna la importancia que tiene que la
equidad social se vincule a la protección del medio ambiente, ya que es
una relación de reciprocidad y mutuo beneficio que no debe distinguir
diferencias sociales.
En conclusión, Arriaga y Pardo terminan su investigación, comentando
que el movimiento medio ambiental antiguo entendía a la naturaleza
como un ente separado, dividido y descohesionado del ser humano,
había enfocado su discurso central en la preservación de la naturaleza,
olvidando que no todos los miembros de la sociedad parte de una
situación de igualdad ante las desigualdades medioambientales
existentes y es por ello que el medio ambientalismo moderno no estaría
completo sin el elemento de justicia social que se ha incorporado en su
discurso.
Ahora lo que viene es, según lo expresan, investigar y adelantar
estudios que más allá del campo teórico sobre la justicia ambiental,
éste sea incorporado al ámbito político puesto que “la cuestión
distributiva es el eje vertebral de este paradigma y el aspecto
fundamental de las políticas medioambientales públicas”8.
8 JUSTICIA AMBIENTAL. El estado de la cuestión. BUENDIA, ALICIA ARRIAGA LEGARDA Y MERCEDES
PARDO. Madrid : Revista Internacional de Sociologia , 2011.
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2.5.1.2 Noción y elementos de la justicia ambiental directrices para
su aplicación en la planificación territorial y en la evaluación
ambiental estratégica, Dominique Hervé Espejo. Chile
Abogada e investigadora Chilena, Dominique Hervé Espejo, es una de
las más reconocidas estudiosas de la justicia ambiental en
Latinoamérica, en este artículo ella expone una breve narración sobre
el origen de la justicia ambiental y desarrolla su investigación sobre las
injusticias ambientales que ocurren en Chile a raíz de la inequidad
social y la poca atención que se le presta a los problemas ambientales,
en su mayoría al manejo de desechos sólidos y aguas servidas.
Expone entonces, un dato importante al origen del concepto de la
justicia      ambiental cuando hace referencia a la declaración elaborada
en 1991 por la primera cumbre de líderes ambientales de personas de
color. Esta declaración expone 17 principios de justicia social entre los
cuales se denota “la autodeterminación política, económica, cultura y
ambiental de todos los pueblos, la responsabilidad estricta de todos los
productores de residuos sólidos y tóxicos frente a la reparación de daños
que causen el derecho de las víctimas de la injusticia ambiental a recibir
compensación y reparación plena; el derecho a participar como iguales en
cualquier nivel de adopción de decisiones; y el derecho de los
trabajadores a un ambiente sano y saludable”9
Por lo anterior describe que se hace llegar a EPA (Enviromental
Protection Agency) de EEUU la solicitud para que se adopten las medidas
necesarias para que el gobierno enfrente dicha situación. En base a ellos
EPA crea un grupo de trabajo sobre la equidad ambiental, cuyo fin sería
9 NOCIÓN Y ELEMENTOS DE LA JUSTICIA AMBIENTAL : DIRECTRICES PARA SU APLICACIÓN EN LA
PLANIFICACIóN. ESPEJO, DOMINIQUE HERVÉ. 2010, REVISTA DE DERECHO, págs. 9-36.
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estudiar la afirmación presentada de que las minorías raciales y población
de bajos ingresos soportan mayores riesgos medio ambientales  que la
población en general. Para junio de 1992 se entrega un informe en el que
se confirma el supuesto de estudio y se establecen diez recomendaciones
para enfrentar el tema, entre las cuales se encontraba la creación de una
oficina gubernamental que llevara a cabo políticas y planes referentes en
la materia, dando así lugar a la creación de la oficina de equidad
ambiental en noviembre del mismo año dentro de EPA y en el año 1994
se llamó Oficina de Justicia Ambiental.
Expone la investigadora una noción de justicia ambiental en la cual se
dice que “se entenderá como la distribución equitativa de las cargas y
beneficios ambientales entre todas las personas de la sociedad,
considerando en dicha distribución el reconocimiento de la situación
comunitaria y de las capacidades de tales personas y su participación en
la adopción de las decisiones que los afectan”10 y desarrolla los
elementos básicos para su noción los cuales están enmarcados desde la
teoría de la justicia y la doctrina especializada; siendo así, desde la teoría
de la justicia los elementos como la equidad o justicia distributiva, el
reconocimiento, la participación y las capacidades. De igual forma los
elementos reconocidos desde la doctrina son el elemento colectivo y el
elemento ecológico pero dichos elementos serán tratados más adelante.
En cuanto a la gestión ambiental, se mencionan ciertas directrices de la
justicia ambiental que deberían aplicarse de acuerdo a los elementos de
la misma para que ésta sea eficaz y vaya más allá del discurso de los
medio ambientalistas, poniendo a la justicia ambiental como objetivo
político y su importancia desde el derecho ambiental. Con base en lo
10 NOCIÓN Y ELEMENTOS DE LA JUSTICIA AMBIENTAL : DIRECTRICES PARA SU
APLICACIÓN EN LA PLANIFICACIóN. ESPEJO, DOMINIQUE HERVÉ. 2010, REVISTA DE
DERECHO, págs 17
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mencionado se desarrolla la investigación desde dos instrumentos para la
regulación de los mecanismos del uso del suelo, estos instrumentos se
denotan como la planificación territorial  la evaluación ambiental
estratégica.
La planificación territorial estratégica o IPT es el proceso para identificar
procesos y establecer objetivos para el futuro en el desarrollo de políticas
o planes para lograr dichos objetivos. Entre ellos se encuentran la salud,
la seguridad, la conservación de los recursos naturales, la calidad
ambiental y la equidad social. Por lo tanto se dice que la planificación del
uso del suelo es uno de los temas primordiales en la planificación ya que
interrelaciona todos los objetivos señalados.
Por otro lado la evaluación ambiental estratégica consiste en aplicar los
principios de la evaluación de impacto ambiental  a las políticas de
gobierno, planes territoriales y demás programas de acción; esto quiere
decir que se debe evaluar ambientalmente  las actividades que se sitúan
sobre los proyectos particulares de inversión. Este concepto de origen
estadounidense contempla una seria de beneficios o ventajas para la
gestión ambiental puesto que se propone que se aplique a los proyectos
individuales de manera que se logre cierta influencia sobre ellos y así se
logre la preservación del medio ambiente.
De lo anteriormente dicho se logran establecer ciertas directrices que son
pertinentes a la investigación, desde el instrumento de la planificación
territorial estratégica hacen relevancia: la planificación integrada del
territorio, la concentración de usos similares y la participación de las
comunidades. Desde el instrumento de la evaluación ambiental
estratégica las directrices pertinentes son la que ha referencia a la
inclusión de políticas, planes y programas en los que implique la
concentración de actividades contaminantes en una zona determinada y
la que se refiere a la aprobación de políticas, planes y programas que
acrediten un trato justo para todas las personas independientemente
de sus diferencias sociales.
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En conclusión la Doctora Harvé Espejo dice es necesario entender la
justicia ambiental y el desarrollo de sus elementos, un trabajo que no se
considera fácil puesto que el término que encierra es muy amplio,
discutible y algunas veces abstracto. Hace referencia entonces a que la
justicia ambiental es similar al concepto de desarrollo sustentable puesto
que su contenido está sujeto a la interpretación de los diferentes autores y
a las políticas y planes que se organicen frente al mismo. Sin más añade
que la planificación territorial  y la evaluación ambiental estratégica son
instrumentos de gestión que permiten la incorporación del concepto de
justicia ambiental.
Termina resaltando la importancia de la elaboración de directrices sobre
la justicia ambiental que puedan incluir dichos elementos en los
instrumentos de gestión.
2.5.1.3 El acceso a la información pública y la justicia ambiental,
Jorge Bermúdez Soto. Chile
El Abogado Jorge Bermúdez expone desde una perspectiva jurídica de su
país, Chile y el derecho internacional la importancia que tiene el acceso
de las comunidades al información pública, sobre todo en relación al
medio ambiente, y su incidencia en la participación de las mismas en
referencia a la justicia ambiental.
Expone así como el acceso a la información fortalece y hace efectivo el
principio democrático puesto que de esta forma la participación es
respaldada por el conocimiento. Se dice que en Chile el derecho a la
información se encuentra enmarcado en la ley 20.285 la cual confirma
que el desarrollo del Estado de Derecho debe situarse en la disponibilidad
de la información por parte de los ciudadanos. De igual forma hace
referencia a que la importancia que tiene el conocimiento sobre la
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información ambiental debido a la multiplicidad de eventos novedosos que
omiten la importancia de la naturaleza en el desarrollo de los seres
humanos, puesto que, muchos residen en las ciudades, lugares
construidos artificialmente por lo que cada vez el conocimiento frente a los
ambientes naturales se hace menos interesante. Ahora bien, relaciona
que el problema de la situación radica en que la base de la existencia
humana sigue siendo el entorno natural puesto que de sus servicios
depende la capacidad de resiliencia de la raza humana y sin ella
desaparecería de la faz de la tierra.
Uno de los grandes inconvenientes frente a la justicia ambienta es que la
civilización no muestra interés por conocer lo que sucede o de que se
compone el medio ambiente, su importancia, su funcionamiento y la
composición del mismo. Se ha dejado de tocar temas sobre los cuales se
asienta la existencia de la raza humana, es así como hoy en día parece
que fuera un hecho evidente tener agua potable, la adquisición de
alimentos y la mayoría de la distribución de servicios que necesitan de
cooperación social y de la tierra. El interés ahora se ha centrado en la
producción y el transporte de los bienes más no en los procesos naturales
o el servicio ambiental que pudo permitir que las personas puedan
disfrutar de ellos.
El acceso a la información entonces debe dejar de ser solo una garantía
de los movimientos medioambientalistas para que ejerzan sus
actividades, esta información debe ser una garantía de todas las personas
como una verdadera necesidad de supervivencia para la especie.
En cuanto a la implicación legal internacional sobre el derecho a la
información ambiental, el Abogado, hace referencia a la declaración de
Rio de Janeiro sobre medio ambiente y desarrollo dada en 1992 y
menciona el principio 10 el cual dispone “El mejor modo de tratar las
cuestiones ambientales es con la participación de todos los ciudadanos
interesados, en el nivel que corresponda. En el plano nacional, toda
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persona deberá tener acceso adecuado a la información sobre el medio
ambiente de que dispongan las autoridades públicas, incluida la
información sobre los materiales y las actividades que encierran peligro
en sus comunidades, así como la oportunidad de participar en los
procesos de adopción de decisiones. Los Estados deberán facilitar y
fomentar la sensibilización y la participación de la población poniendo la
información a disposición de todos. Deberá proporcionarse acceso
efectivo a los procedimientos judiciales y administrativos, entre éstos el
resarcimiento de daños y los recursos pertinentes11”. A pesar de que la
declaración no sea vinculante existen legislaciones que han desarrollado
dicho termino en el ámbito nacional (Chile) e internacional.
En cuanto al tema de la justicia ambiental de expone que la información
sobre el medio ambiente no debe ser neutra o indiferente puesto quien
solicite la misma tendrá como finalidad un objetivo que no necesariamente
sea la protección del medio ambiente. Sin embargo se expone en el
artículo que el uso de la información ambiente debe partir de los valores
de disponibilidad y utilización que permitan alcanzar un propósito de
justicia ambiental; es decir que entre mayor sea la información ambiental
habrá una mayor distribución equitativa de los servicios y de las cargas
ambientales y por lo tanto ostentarán una mejor posición para participar o
en exigir la misma y evitar las cargas que consideren inequitativas.
La justicia ambiental se considera como el trato justo y la participación
informada a la que tienen derechos todas las personas con respecto al
desarrollo, implementación y aplicación de las leyes, regulaciones y
políticas ambientales independientemente de sus diferencias sociales o
niveles económicos, por lo que se considera de gran importancia realizar
una distribución de servicios y cargas de impactos ambientales en
equidad.
11 EL ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y A LA JUSTICIA AMBIENTAL. SOTO, JOSE BERMUDEZ.
VALPARAÍSO : Revista de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Valparaiso , 2010.
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Para concluir el autor resalta la importancia de la información ambiental
en el desarrollo de la justicia ambiental y la construcción de un Estado de
Derecho, puesto que al salir la sociedad de su estado de ignorancia y
desaprensión ambiental cuenta con los datos suficientes para argumentar
las afectaciones que sufra en su calidad y expectativas de vida. Es así
como para la administración estatal a favor de las competencias
ambientes debe ser, la información ambiental, un riguroso valor de
participación como para los particulares destinatarios del ordenamiento
jurídico ambiental.
2.5.1.4 Adiós Rio, la disputa por la tierra, el agua y los derechos
indígenas en torno a la represa de Urrá. Cesar Rodríguez Garavito
y Natalia Orduz Salinas. Colombia
En referencia a la justicia ambiental y su desarrollo en Colombia, esta es
una de las investigaciones, que, aunque no hablan explícitamente del
tema lo enmarcan en sus dos principios, la justicia social o equidad y la
protección del medio ambiente, respecto de una población minoritaria
como son los indígenas Embera-katíos y los conflictos por la apropiación
de los recursos naturales.
Para el desarrollo pertinente para la investigación se tendrá en cuenta
solamente el capítulo 5 de este artículo, ya que es el punto focal de las
injusticias ambientales que se cometieron en el escenario propuesto
anteriormente.
El capítulo 5 del artículo de la referencia se denomina “Del río a la corte:
la consulta previa y el laberinto jurídico”. Expone este uno de los
aportes jurisprudenciales más importantes a nivel internacional sobre la
protección hacía la comunidades indígenas consideradas minorías en el
país puesto que La Corte Constitucional defiende los derechos de estas
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poblaciones frente a las obras de infraestructura que se realizaban en el
Sinú para ese entonces.
Esta pequeña parte del artículo, explica perfectamente lo que se entiende
por una injusticia ambiental, el abandono y falta de atención a las
poblaciones minoritarias, la falta de cuidado sobre los riesgos que pueden
producir las obras sin estudios de fondo a cerca de la exploración,
explotación y construcción de una represa en el Valle del Sinu.
El problema nace a raíz de la construcción de una represa por la empresa
Urrá S.A. en el Alto Sinu, en la que su procedimiento legal es violatorio de
los derechos constitucionales de los indígenas embera-katíos puesto que
ésta primera fase se había realizado sin contar con la consulta previa que
por orden constitucional y ley debe implementarse cada vez que se
realicen obras sobre territorios indígenas, con el fin de proteger sus
derechos, su cultura y el medio ambiente. Sin embargo, desde la
perspectiva empresarial de Urrá S.A y el gobierno nacional de aquel
entonces, haber realizado dicha consulta hubiese sido un claro obstáculo
para el desarrollo de la obra que según ellos traería beneficios respecto
de la implementación de redes de electrificación, control de las
inundaciones, incrementaría el nivel de navegabilidad del río Sinu,
mejoraría la calidad de vida de la población, generaría empleo, reactivaría
la economía regional y la infraestructura, además de adecuar las tierras
para la producción agrícola12.
Debido a un fallo proferido por la corte constitucional en un caso de
particular similitud al que se hace referencia, en el que se exige como
requisito la consulta previa antes de cualquier expedición de licencia
ambiental para dar inicios a las obras que traten los temas referidos
anteriormente, el Ministerio de Ambiente, la procuraduría y el ministerio
12 ADIÓS RÍO, LA DISPUTA POR LA TIERRA, EL AGUA Y LOS DERECHOS INDÍGENAS EN TORNO A LA
REPRESA DE URRÁ. SALINAS, CESAR RODRIGUEZ GARAVITO Y NATALIA ORDUZ. 2012, COLECCIÓN
DE JUSTICIA, pág. 43.
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del interior empezaron a ser enfáticos en que se debía cumplir con el
requisito de la consulta previa para dar paso a la segunda fase de la
construcción de la represa: el llenado, y que para esta actuación se podía
solicitar la homologación de las consultas anteriores, que estas serían
cotejadas con el marco jurídico respectivo a la consulta previa y validada
para que cumpliera los requisitos legales.
En 1997 la empresa solicita al Ministerio de Ambiente la ampliación de la
licencia pero oculta información acerca de los permisos otorgados por el
ministerio del interior para poder darle trámite regular a la misma a la cual
el Ministerio de Ambiente responde que para adelantar el proceso de la
segunda licencia ambiental correspondiente a la fase de llenado de la
represa, se debía realizar la consulta previa con los diferentes actores
afectados.
Los indígenas embera-katíos se encontraban en una situación extrema de
aprisionamiento por así decirlo, existieron desde el requerimiento de la
consulta previa, muchos involucrados que deseaban que la segunda fase
del contrato se llevara a cabo como fuese. Por un lado se encontraba la
presión del gobierno, los cuales en el afán de presentar la obra como de
su periodo constitucional presionaban a los indígenas a realizar la
consulta de modo acelerado, por otra parte las amenazas de grupos
alzados en armas que empezaron a condicionar la consulta previa rápida
con la muerte de los integrantes y líderes de los cabildos, la situación se
tornaba cada vez peor.
Esperanzados en que tal vez por la vía judicial podrían encontrar una
respuesta ante lo sucedido en su territorio presentaron tutelas ante
diferentes corporaciones entre ellas el Tribunal Superior de Cordoba y la
Corte Suprema de Justicia, una de ellas reclamaba la falta de garantías
que tenían los indígenas frente a las negociaciones que quería empezar
la empresa y por lo cual a los primeros acercamientos no asistían hasta
que se dieran las garantías que respaldarían su posición en la mesa de
negociaciones. Ahora bien los cabildos menores interpusieron una tutela
en contra del gobierno nacional encabezado por el presidente de la
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República y los ministerios de medio ambiente, minas y energía, interior y
agricultura exponiendo que el Decreto 1320 de 1998 violaba los derechos
de los indígenas por lo que el tribunal superior de Bogotá decidió que no
se debía tener en cuenta dicho decreto y solicitó no otorgar la licencia
ambiental hasta completar el proceso de consulta que se había acordado,
además indica que se deben realizar estudios que muestren el verdadero
impacto del proyecto de forma que estos sean útiles para el proceso de
concertación.
Por decisión de la Corte Constitucional se suspende el llenado de la
represa y se solicita a la policía nacional y sus dependencias en el
Departamento de Córdoba en la que se dispusieran todas las medidas de
vigilancia para que no haya actuaciones que pretendan desconocer la
orden de suspensión del llenado de la represa Urrá.
A esta orden emanada de la corte sobrevienen diferentes protestas
empezando por el presidente de la República en ese entonces Ernesto
Samper Pizano quien pronuncia ciertas palabras que son de gran
envergadura para esta investigación sobre la justicia ambiental “Se
tomarán todas las acciones para revisar la decisión de la Corte
Constitucional y defender los derechos de los demás, que son los de la
mayoría, con la hidroeléctrica de Urrá es mucho lo que está en juego y
esto deben entenderlo los organismos jurisdiccionales, para que no
permitan que un proyecto de tal magnitud se vea afectado por los
intereses de una minoría…no solamente [se] deben defender los
intereses de dos familias indígenas [...] sino los derechos de 300 mil
personas cuyo riesgo en las inundaciones se evitaría si hoy hubiéramos
podido comenzar a llenar el embalse13”  este es uno de los puntos focales
a los que se refiere la justicia ambiental, la definición de justicia entendida
como lo mejor para las mayorías aunque se vulneren los derechos de las
minorías, la importancia de tal pronunciamiento, más aún, cuando viene
de boca del Presidente de la Republica deja al descubierto que, aunque,
13 ADIÓS RÍO, LA DISPUTA POR LA TIERRA, EL AGUA Y LOS DERECHOS INDÍGENAS EN TORNO A LA
REPRESA DE URRÁ. SALINAS, CESAR RODRIGUEZ GARAVITO Y NATALIA ORDUZ. 2012, COLECCIÓN
DE JUSTICIA,
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la Constitución de 1991, pretende una protección especial y directa sobre
las minorías poblaciones en el país, se desconoce por completo por parte
del gobierno nacional aunque haya sido la misma Corte especializada en
el tema quienes hacían la advertencia de la protección que se debía tener
con ellos.
Empieza de esta forma una lucha de poderes en la que ahora se vería
incluido el senado y la comisión quinta en la cual, ya se discutía sobre el
tema de Urrá y la “importancia” que tendría para el desarrollo de la Costa
Caribe, inclusive algunos senadores tildaban a los indígenas de ser
quienes atrasaban el desarrollo de la zona.
La presión hacía los indígenas era tal que sobrepaso la presión a la
acción de los grupos alzados en armas, a raíz de la defensa que realizó la
corte constitucional sobre los derechos de los mismos, empezaron a morir
uno tras otro, los líderes de los cabildos que habían sido los principales
actores en los temas de defensas de derechos sobre su existencia como
etnia y sobre la tierra que les pertenecía. Ahora existía presión por parte
del gobierno nacional, el senado de la República y los grupos alzados en
armas. Ahora la situación se tornaba cada vez más difícil.
Entre estas amenazas y muertes, avanzaba la revisión de las dos tutelas
que interpusieron los dos cabildos pertenecientes al Sinú, los cabildos
mayores quienes pedían se ampararan sus derechos para que la alcaldía
de tierra alta los registrara como cabildo y su intervención en asuntos
propios de la comunidad y por otro lado la tutela interpuesta por los
cabildos menores contra el gobierno nacional por no haber realizado la
consulta previa antes de construir la represa.
Mediante Sentencia T-652 de 1998 la Corte Constitucional profiere fallo
sobre las dos tutelas mencionadas anteriormente y ampara los derechos
de los indígenas frente al registro de los cabildos mayores y la consulta
previa que debe realizarse para la segunda fase de la represa Urrá para
la concesión de la licencia ambiental, sin desconocer que debía
indemnizarse a los indígenas por la omisión de dicha consulta en la
primera fase de la construcción.
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Respecto a lo anterior se empezaron mesas de negociaciones con los dos
cabildos por aparte debido a diferencias irreconciliables entre ellos, es así
como los cabildos menores después de un camino de conversaciones
decidieron debatir sobre el monto de indemnizaciones que se solicitarían
y sobre los temas que recaería dicha indemnización. Después de los
diálogos extensos y agotantes, la presión periódica del gobierno nacional,
el senado de la República y los grupos alzados en armas, llega la hora de
concertar la consulta previa, había que llenar el embalse era ese el ideal
del gobierno, al final de cuentas ya estaba construido según lo explica la
ministra de ambiente, años después.
Para finalizar los hechos de esta aparatosa y vergonzosa actuación del
gobierno nacional de aquellos años, se dice que después de terminadas
las fechas para la concertación sobre la consulta previa, se solicitó la
indemnización que había ordenado la Corte Constitucional y de las cuales
se habría logrado acuerdos en las mesas de concertación, no obstante
termino para ello fijado por la corte constitucional fue interpretado por las
autoridades judiciales desde la notificación de la sentencia del alto tribunal
constitucional y no desde la finalización de la concertación de las
negociaciones. Por lo anterior la corte constitucional revisó las tutelas en
las que los indígenas embera-katíos solicitaban la indemnización pero las
entidades judiciales rechazaban puesto que consideraban que el término
para su solicitud estaba vencido para lo cual la Corte dijo que “los
tribunales no habían fallado conforme a derecho, porque los seis meses
fijados por la Corte Constitucional en la T-652 no hacían referencia a la
norma mencionada, sino que se trataba de un plazo fijado
discrecionalmente por la Corte con una finalidad constitucional, garantizar
la supervivencia del pueblo indígena14”
Adicionalmente la expedición de la licencia ambiental contemplaba las
directrices realizadas por la Corte Constitucional, se llevó a cabo la
segunda fase de la misma completando el llenado de la misma. La
14 ADIÓS RÍO, LA DISPUTA POR LA TIERRA, EL AGUA Y LOS DERECHOS INDÍGENAS EN TORNO A LA
REPRESA DE URRÁ. SALINAS, CESAR RODRIGUEZ GARAVITO Y NATALIA ORDUZ. 2012, COLECCIÓN
DE JUSTICIA,Pág. 56
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licencia ambiental fue denominada “Plan Jenene cuyo nombre hace
alusión al árbol sagrado de los emberas que crece sobre cuatro raíces:
cultura, territorio, organización y recursos naturales. El Plan Jenené, por
tanto, consistía en la propuesta indígena para enfrentar los impactos de
Urrá de forma tal que fueran protegidos estos cuatro pilares”15.
De lo anteriormente expuesto se sabe que dicho plan no fue llevado a
cabo de la mejor manera, los desastres e impactos ambientales que ha
generado la construcción de la represa han sido muchísimo más que los
beneficios que ha podido impulsar para los supuestos destinatarios de los
mismos. El impacto ambiental desastroso de la construcción de una obra
de infraestructura desconociendo del derecho de la participación de las
poblaciones indígenas como lo es la consulta previa, la falta de previsión
de riesgos frente a la protección del medio ambiente y la inequidad social
presentada en el concepto de utilitarismo que expresa el beneficio de las
mayorías ha destacado un problema para los emberas quienes hasta el
día de hoy tienen problemas frente a esta determinación tomada por el
Gobierno Nacional y sobre los cuales se conoce que existe
indemnización, pero no es equivalente frente a todos los daños futuros
que se desarrollaron a raíz de la represa Urrá.
A pesar de que la Constitución de 1991 tiene la concepción de ser una
constitución ecológica y en mira de la protección de las poblaciones
minoritarias la eficacia de la misma se queda corta por parte de las
entidades públicas y este es uno de los casos más representativos de
ello, puesto que si enmarcamos el concepto de justicia ambiental dentro
de dicho conflicto, fue más importante lo económico sobre lo social y lo
ambiental que debe destacar este tipo de implementación de obras.
15 ADIÓS RÍO, LA DISPUTA POR LA TIERRA, EL AGUA Y LOS DERECHOS INDÍGENAS EN TORNO A LA
REPRESA DE URRÁ. SALINAS, CESAR RODRIGUEZ GARAVITO Y NATALIA ORDUZ. 2012, COLECCIÓN
DE JUSTICIA, Pág. 58
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El desconocimiento de la participación democrática, la falta de regulación
sobre la protección del medio ambiente y su cuidado además de la
omisión de los derechos sociales de las poblaciones minoritarias exigen
que en Colombia se empiece a hablar seriamente de la importancia que
tiene la justicia ambiental.
2.5.2 MARCO CONCEPTUAL
2.5.2.1 JUSTICIA
De acuerdo a la Real Academia de Lengua Española la palabra
justicia se denota como “una de las cuatro virtudes cardinales, que
inclina a dar a cada uno lo que le corresponde o pertenece16” de igual
forma establecen conceptos relacionados al Derecho, la equidad y la
razón, destaca la virtud de la bondad y también expone que es todo
aquello que puede hacerse según el derecho o la razón.
Por otro lado de acuerdo a los diccionarios jurídicos, la palabra
justicia “depende de los valores de una sociedad y de las creencias
individuales de cada persona”17
La palabra justicia etimológicamente proviene del término latino
iustitia y determina la virtud que supone la elección de otorgar a cada
quien lo que le pertenece
Por último se puede decir que la justicia es “el arte de hacer lo justo,
y de “dar a cada uno lo suyo” (Ars Iuris). De acuerdo a Kelsen la
justicia es todo aquello cuya protección florece en la ciencia y junto a
ésta se encuentre la verdad y la sinceridad 18
16 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA. RAE. [En línea] 2001. [Citado el: 27 de 08 de 2014.]
http://lema.rae.es/drae/?val=JUSTICIA.
17 RAE. [En línea] 2001. [Citado el: 20 de 07 de 2014.] http://definicion.de/justicia/.
44
2.5.2.2 MEDIO AMBIENTE
De acuerdo a la Real Academia de Lengua Española se concibe
medio ambiente como el “conjunto de circunstancias culturales,
económicas y sociales en que vive una persona”19
Ahora bien según la organización Banco de Respuestas Culturales, el
medio ambiente es una relación entre ecosistema y cultura. Puede
considerarse como el entorno en que se desarrollan las organizaciones en
el que puede incluirse el aire, el agua, el suelo, los recursos naturales, la
flora, la fauna, los seres humanos y las relaciones existentes entre ellos.
De esta forma puede entenderse como una organización desde el interior
hasta el sistema global. El medio ambiente no solo hace referencia a todo
lo que rodea a los seres vivientes sino a los elementos biofísicos tales
como el suelo, agua, clima, entre otros. A éstos se suman los
componentes sociales que son derivados de las relaciones que se
conforman a través de la cultura, la ideología y la economía.
Esta gran relación establecida entre los elementos mencionados,
determina al medio ambiente como un sistema.
Actualmente el medio ambiente se encuentra relacionado con el
desarrollo, ésta permite entender los problemas ambientes y su conexión
con el desarrollo sustentable, que es el que debe garantizar una
adecuada calidad de vida para las generaciones presentes y futuras20
2.5.2.3 JUSTICIA SOCIAL
La Justicia Social es un concepto que surgió a mediados del siglo XIX
buscando hacer referencia a la necesidad de lograr un reparto equitativo
de los bienes sociales. Este concepto fue introducido al mundo gracias al
filósofo griego Aristóteles, pues muchos expertos consideran que fue
19 Real academia de lengua española
20 BIBLIOTECA LUIS ANGEL ARANGO. BANCO DE LA REPUBLICA. [En línea] [Citado el: 7 de 08 de 2014.]
http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/ayudadetareas/biologia/biolo2.htm.
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quien mediante su teoría de la justicia distributiva dio las bases para
establecer lo que actualmente se conoce como justicia social.
Ésta se define como aquella que se encarga de que todas las personas
pudieran disfrutar y acceder a una serie de bienes imprescindibles como
podría ser la educación o la alimentación.
Como dato general se puede decir que el 20 de febrero se celebra el día
internacional de la justicia social, día que fue establecido en el año 2007
por la ONU en una jornada en la que dicha entidad mundial aboga para
que se realicen actividades en las cuales se pueda fomentar la dignidad
humana, el desarrollo, el empleo equitativo para todos además de resaltar
la igualdad existente entre géneros procurando siempre el bienestar
social21
2.5.2.4 ORDENAMIENTO TERRITORIAL
“En cuanto al ordenamiento territorial éste se concibe como una política
de Estado que enmarca un proceso planificado de naturaleza política,
técnica y administrativa con el objeto principal de organizar, armonizar y
administrar la ocupación y el uso del espacio, procurando que se
contribuya así al desarrollo humano ecológicamente sostenible, de modo
que pueda ser espacialmente armónico y socialmente justo22”
Esto destaca que el ordenamiento territorial es la reunión de las políticas
ambientales, de desarrollo regional en las que se tiene en cuenta el
espacio y el territorio además de las políticas de desarrollo social y
cultural, cuyo propósito debe estar determinado por el modelo económico
que rija en cada país
2.5.2.5 EQUIDAD
La palabra equidad proviene del latín “aequĭtas, -ātis”.
21 DEFINICIÓN. DEFINICIÓN. [En línea] [Citado el: 02 de 09 de 2014.] http://definicion.de/justicia-social/.
22 BIBLIOTECA LUIS ANGEL ARANGO. BANCO DE LA REPUBLICA. [En línea] [Citado el: 15 de 07 de 2014.]
http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/geografia/masir/1.htm.
46
Según la Real Academia de Lengua Española, equidad se concibe como
la igualdad de ánimo, la bondadosa templanza habitual Propensión a
dejarse guiar, o a fallar, por el sentimiento del deber o de la conciencia,
más bien que por las prescripciones rigurosas de la justicia o por el texto
terminante de la ley. Se dice también que es la “Justicia natural, por
oposición a la letra de la ley positiva” y por ultimo hace referencia a la
disposición del ánimo que mueve a dar a cada uno lo que merece23
2.5.2.6 RAZÓN PÚBLICA
La razón pública es un concepto de John Rawls que hace referencia a la
característica que debe tener un pueblo democrático, ésta debe ser la
razón de los ciudadanos y de aquellos que comparten la calidad de
ciudadanía en pie de igualdad24.
Esta característica tiene como sujeto el bien público que conoce la justicia
de la organización básica de la sociedad, de las instituciones y de los
propósitos y finalidades a los que debe servir; esto quiere decir que la
razón pública es pública en tres formas: 1) concibe como sujeto al bien
público, 2) sus asuntos hacen referencia a los de la justicia fundamental y
3) su naturaleza y contenido son públicos, dados éstos, por los principios
e ideales que enmarcan a la sociedad sobre la justicia.
“La razón pública es el razonamiento de los ciudadanos en los foros
públicos en torno a principios constitucionales esenciales a las cuestiones
básicas de justicia” Es trata de ver a la justicia desde el aspecto político y
no metafísico, para que se logre un entender a la justicia desde la libertad
y esta sea aceptada.
El objetivo de la razón pública tratar de definir el dominio político y
puntualizar un pensamiento de justicia en el que se apoyen las
instituciones mediante un aprobación superior. Por esa razón las
personas en libertad de pensamiento y con un objetivo examen de
23 Concepto de la REAL ACADEMIA ESPAÑOLA
24 RAWLS, JOHN. LIBERALISMO POLÍTICO. MEXICO : FONDO DE CULTURA ECONÓMICA, 2011.
PÁG. 204.
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conciencia podrán entender a la política como algo que se encuentra por
encima de sus demás valores y que puede ser congruente con ellos o que
al menos ésta concepción de política no se encuentre en conflicto con
dichos valores.
Para finalizar cabe resaltar que en una sociedad democrática la razón
pública es la razón de los ciudadanos que se consideran iguales, que
como cuerpo colectivo ejercen el poder político final y coercitivo unos
sobre otros al hacer valer las leyes y al procurar las reformas de su
constitución25
La razón pública es el concepto determinante para una sociedad
democrática que permitiendo algunas variaciones a ella puede existir el
liberalismo político.
2.5.3 MARCO TEÓRICO
2.5.3.1 JUSTICIA AMBIENTAL: CONCEPTO
Respecto a la justicia ambiental se han desarrollado diferentes posturas
sobre su concepto, debido a la innovación que genera el término, aún no
se ha llegado a un punto exacto de referencia que delimite el significado
exacto de la justicia ambiental. Sin embargo, acogiéndose a la doctrina se
puede llegar a dar un concepto gracias a las investigaciones realizadas
frente al tema e n los últimos años.
Andrew Dobson, escritor de la obra “Justice and the Environment” es uno
de los investigadores que más cerca se ha encontrado de dar un
concepto respecto de la justicia ambiental, puesto que en el desarrollo de
su obra realiza un acercamiento de la justicia ambiental desde la teoría de
la justicia liberal contractualista de John Rawls. Expone entonces Dobson
una asignación al valor de la vida y a los bienes humanos, resalta una
diferencia entre las necesidades se los seres actuales y que estos son
25 RAWLS, JOHN. LIBERALISMO POLÍTICO. MEXICO : FONDO DE CULTURA ECONÓMICA, 2011
Pág.205.
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más importantes que sus deseos o que las necesidades de los seres no
humanos futuros, sin embargo no tiene en cuenta que al realizar una
clasificación de su análisis de acuerdo a las necesidades no está
incluyendo solo a individuos mientras que cuando hace referencia al valor
natural está insinuando también a entidades colectivas26.
Ahora bien, para el Profesor Jorge Riechmann, quien expone los tres
principios básicos de justicia ambiental, la teoría de Dobson aunque
cumple con algunos de los requisitos no es del todo certera puesto que
deja a un lado, ciertos puntos importantes que no puede desconocer la
justicia ambiental como concepto. Riechmann hace referencia entonces
que en la definición que expone Dobson deja excluidos a los demás seres
vivos aparte de los seres humanos, puesto que debe entenderse que el
valor de la vida y el bienestar de todos los seres vivos es una concepción
equiparable con la de los movimientos de protección animal que se han
presentado durante los últimos tiempos, que tal concepción debe incluir
no solo la mejoría de la calidad de vida humana sino de los seres vivos
que necesitan ser protegidos.
Desarrolla Riechmann entonces, tres principios básicos para desarrollar el
concepto de la justicia ambiental, éstos son: el principio de
sustentabilidad, principio de partes iguales y principio de mitad y mitad.
Respecto al principio de sustentabilidad (justicia intergeneracional) hace
referencia a la sustentabilidad entendida como la capacidad a largo plazo
de reproducción de los sistemas económicos sin deteriorar su base
biofísica y explica que la justicia ecológica es aquella que se debe hacer
una distribución de bienes y males entre los seres vivos, sincrónica y
diacrónicamente27, en este se deben tener en cuenta dos puntos
principales sobre la viabilidad ecológica, los cuales son: el respeto por los
limites de generación y absorción de los ecosistemas y el pensar en el
26 EL CONCEPTO DE JUSTICIA AMBIENTAL: REFLEXIONES EN TORNO A LA JURISPRUDENCIA
CONSTITUCIONAL COLOMBIANA DEL SIGLO XXI. BELLMON, YAIR SAIDY. 2010, UNIVERSIDAD
NACIONAL DE COLOMBIA.
27 EL CONCEPTO DE JUSTICIA AMBIENTAL: REFLEXIONES EN TORNO A LA JURISPRUDENCIA
CONSTITUCIONAL COLOMBIANA DEL SIGLO XXI. BELLMON, YAIR SAIDY. 2010, UNIVERSIDAD
NACIONAL DE COLOMBIA.pág. 66
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mañana, ya que con estos dos limites se puede proponer una condición
de sostenibilidad y define al espacio ambiental como las cantidades
máximas de recursos naturales que podemos usar de manera
sostenible28.
El segundo principio de la teoría de Riechmann se denomina, principio de
las partes iguales en la que se determina a la justicia mundial desde la
dimensión espacial. En este principio se desarrollan los puntos sobre los
cuales existe una distribución desigual del espacio ambiental a nivel
mundial y existe una gran brecha entre cuanto le puede pertenecer a las
personas de mayores recursos económicos que a las que tienen menos.
Por esta razón Riechmann propone que todos los seres humanos
tenemos derecho a una porción igual de espacio ambiental lo que hace
que a cada quien le pertenezca una parte del patrimonio natural en
igualdad de condiciones.
Por último el tercer principio es llamado, principio de mitad y mitad el cual
está enfocado a la justicia inter-específica de acuerdo a la dimensión
espacial. Para ampliar este principio Riechmann dice que al ser iguales
los derechos de todos con los beneficios y las limitaciones que esto
conlleva el problema de la distribución del espacio ambiental no se debe
solamente  a un problema de justicia social sino a la apropiación excesiva
de los demás seres vivos con los que el ser humano comparte el planeta.
Para lo anterior propone el ejemplo de la natalidad excesiva de la especie
humana sobre la natalidad disminuyente de la población de ballenas y
elefantes por lo que hace el cuestionamiento sobre la apropiación de la
producción de los ecosistemas terrestres ya que los seres humanos
tenemos más necesidades para suplir con el uso del medio ambiente que
los demás seres vivos, es en este punto donde plantea la necesidad de
establecer un “mitad y mitad” en el que la especie humana realice una
distribución ambiental equitativa del 50%  de los espacios y la producción
28 EL CONCEPTO DE JUSTICIA AMBIENTAL: REFLEXIONES EN TORNO A LA JURISPRUDENCIA
CONSTITUCIONAL COLOMBIANA DEL SIGLO XXI. BELLMON, YAIR SAIDY. 2010, UNIVERSIDAD
NACIONAL DE COLOMBIA.pág. 67
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de los ecosistemas y el otro 50% sea utilizado por las demás especies no
humanas.
Para finalizar Riechmann expone que con base en esos tres principios se
puede crear un concepto de justicia ambiental que se aplique a la
organización mundial del aprovechamiento del espacio ambiental y del
uso del mismo con el fin de minimizar el sufrimiento de todos los seres
vivos del planeta y que ojalá la humanidad pueda dar más pasos firmes
en esa dirección29.
Otro de los grandes estudiosos para generar un concepto de justicia
ambiental es el investigador David Schlosberg quien en el 2007 propone
la interacción entre los factores clave de la teoría de la justicia liberal
tradicional y los planteamientos contemporáneos sobre la misma con el fin
de solucionar las injusticias sociales y la insostenibilidad ecológica.
Expone de esta forma cuatro componentes principales para el desarrollo
de la Justicia Ambiental, estos son: la distribución, el reconocimiento, la
participación y el enfoque de capacidades puesto que son los temas
principales de los movimientos que han impulsado a la justicia ambiental.
De acuerdo a lo anterior Schlosberg destaca que, si bien, la justicia
ambiental nació a partir de movimientos sociales estos destacan dos
puntos de especial atención, la mala distribución de los bienes y servicios
ambientales de las poblaciones minoritarias y la menor protección
ambiental sobre todo en temas como la contaminación o los residuos
tóxicos.
Sin embargo expresa que no se puede pensar la justicia ambiental desde
la concepción tradicional de la justicia distributiva sino que se debe
ahondar sobre teorías contemporáneas que han enriquecido el discurso
de la teoría de la justicia liberal.
Para finalizar este investigador realiza una diferenciación entre la justicia
ambiental y la justicia ecológica resaltando que son completamente
diferentes puesto que la justicia ecológica trata únicamente la relación
29 TRES PRINCIPIOS BASICOS DE LA JUSTICIA AMBIENTAL. RIECHMANN, JORGE. ARTICULOS Y
SECCIONES ESPECIALES Página 17
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existente entre el ser humano y la naturaleza entre tanto que la justicia
ambiental se refiere a las cuestiones ambientales entre la población
humana30. En conclusión expone Schlosberg que la idea central de su
propuesta es tratar de ampliar el discurso sobre la justicia, mejorar los
argumentos de los movimientos que muchas veces usan el lenguaje de la
justicia ambiental y ecológica sin reconocer las diferencias existentes
entre ellos puesto que se debe legitimar el uso de una multiplicidad de
herramientas que pueden llegar a ser aplicables a casos diferentes.
Existe una gran variedad de teóricos sobre el tema que han tratado de
encontrar una definición exacta para la justicia ambiental, por ultimo
mencionaremos al a Fraser quien realiza un aporte de mucha importancia
cuando dice que la justicia ambiental además de la distribución equitativa
de los recursos y las cargas sobre el medio ambiente, la protección del
mismo debe encontrar un reconocimiento dado por la participación de los
actores afectados o de los que muestren interés en el caso especial
puesto que ésta contribuye a la compensación y el mejoramiento de la
justicia.
Después de lo anteriormente expuesto, para la presente investigación se
utilizará el concepto de la justicia ambiental que desarrolla su definición
en dos puntos focales de gran importancia, los cuales son elementos
obligatorios y complementarios para que la misma se reconozca, estos
elementos se conocen como la justicia social y la protección del medio
ambiente. Además se incluirá el aporte novedoso del investigador Fraser
quien expresa que la participación activa de los actores es una garante
del mejoramiento de la justicia. Para esto entenderemos a la Justicia
Social como la distribución equitativa de los bienes, recursos y cargas
dependiendo de las capacidades de cada individuo, la protección del
30 EL ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y A LA JUSTICIA AMBIENTAL. SOTO, JOSE BERMUDEZ.
VALPARAÍSO : Revista de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Valparaiso , 2010 pág. 74
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medio ambiente desde la conceptualización que brinda el artículo 80 de la
carta política de Colombia el cual dice
“El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos
naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su
conservación, restauración o sustitución. Además, deberá prevenir
y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las
sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados. Así
mismo, cooperará con otras naciones en la protección de los
ecosistemas situados en las zonas fronterizas”31
y la participación democrática enmarcada en el Titulo IV de la
Constitución Política de Colombia, en el cual, se desarrollan las bases
sobre la misma, pero su idea principal es la intervención y cooperación de
los ciudadanos respecto a los temas de envergadura ambiental que
garantice la pluralidad social y cultural del país y garantizar su
independencia. Todo lo anterior en cumplimiento de los fines esenciales
del Estado.
Este concepto de Justicia se desarrollará en su parte conceptual desde la
teoría de la justicia de John Rawls que hace referencia a la justicia
distributiva y en cuanto a su aplicabilidad se tiene en cuenta el concepto
de la razón pública del mismo autor, puesto que se debe dejar claro que
la justicia a la que hago referencia no aquella que ejercen los jueces sino
aquella que deben ejecutar los funcionarios públicos a favor de la
implementación de políticas públicas que atiendan al respeto y eficacia de
los derechos de los ciudadanos, su participación activa en el desarrollo de
las mismas y la regulación proteccionista del medio ambiente; esto quiere
decir según Rawls, que la razón pública es
“la razón de ciudadanos que en pie de igualdad y como cuerpo
colectivo ejercen el poder político final y coercitivo unos sobre
31 Constitución política de Colombia.
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otros, al poner en vigor las leyes y al hacer enmiendas a su
constitución32”
Por lo que se dice que ésta, se presenta sobre elementos constitucionales
esenciales y cuestiones de justicia básica, esto quiere decir, que los
valores políticos deben resolver las cuestiones fundamentales que
constituyen el objeto de la razón pública.
2.5.3.4 EL ORDENAMIENTO TERRITORIAL EN COLOMBIA Y
SUS ENTIDADES DESCENTRALIZADAS
Por ordenamiento territorial se entiende como la organización político-
administrativa que debe regir la cooperación regional y distribución de
funciones de las diferentes entidades territoriales que conforman un país,
además de designar ciertas directrices para la autonomía regional y el
cumplimiento de las normas nacionales.
De acuerdo a Alberto Mendoza Morales, el ordenamiento territorial es
“la distribución espacial sobre el territorio de un país, de las
configuraciones geográficas, las comunidades humanas, las
unidades político-administrativas y los usos del suelo, urbanos,
rurales, existentes y propuestos. Comprenden su regulación
técnica, política y jurídica33”
Por otra parte el economista Oswaldo Porras, economista y director de
desarrollo territorial de la dirección nacional de planeación dice que el
ordenamiento territorial se conoce como
“la expresión espacial de las intervenciones, por acción y omisión,
de las actividades económicas, sociales y culturales de toda la
sociedad. El logro de un país de regiones, más productivo,
equitativo y sustentable, pasa por conseguir una elevada dinámica
32 RAWLS, JOHN. LIBERALISMO POLÍTICO. MEXICO : FONDO DE CULTURA ECONÓMICA, 2011.Pág.
205
33 Mendez, Alberto Mendoza. Sogeocol. Sogeocol. [En línea] [Citado el: 15 de 08 de 2014.]
http://www.sogeocol.edu.co/documentos/01col.pdf.
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en el desarrollo y una ordenación del territorio que potencie dicho
crecimiento, difundiéndolo espacialmente, dándole sustentabilidad
y armonizando los logros económicos sociales34”
En el marco del título XI de la Constitución Política de Colombia se
desarrolla la organización territorial en el país y se exponen los puntos
más pertinentes a desarrollar en cuanto al tema.
El ordenamiento territorial en Colombia partiendo de la Constitución de
1991 produce una transformación del Estado colombiano puesto que se
introducen nuevas nociones propias del Estado Social de Derecho en cual
se establecen, la autonomía de las entidades territoriales, esto quiere
decir que en diversos aspectos se empiezan a dar los primeros pasos
para la descentralización de los aspectos políticos, sociales, económicos,
y ambientales, concordando de esa forma con la proyección ecológica
que plantea la constitución.
La Constitución establece desde el primer artículo la organización del
Estado colombiano y enmarca, por ejemplo, en el artículo 286 a las
entidades territoriales como departamentos, municipios y territorios
indígenas.
Por último la Corte Constitucional ha resaltado la importancia de concebir
a Colombia como una República unitaria, descentralizada y autonómica
según la sentencia C 600 A de 1995 en la cual dice:
“Estos principios constitutivos del Estado colombiano tienen una
gran significación, por cuanto implican, que las entidades
territoriales tienen derechos y competencias propios que deben ser
protegidos, dentro del marco de una república unitaria, de las
interferencias de otras entidades y, en especial de la Nación. Esto,
a su vez, se articula con la eficiencia de la administración y la
protección de los mecanismos de participación ciudadana, puesto
34 VALLEJO, OSWALDO PORRAS. REVISTA DE LA INFORMACIÓN BÁSICA. [En línea] [Citado el: 11 de 07
de 2014.] https://www.dane.gov.co/revista_ib/html_r2/articulo5_r2.htm.
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que la autonomía territorial permite un mayor acercamiento entre la
persona y la administración pública”35
Lo anterior expone como la importancia de la organización territorial del
país vincula los aspectos políticos, administrativos, sociales, económicos,
ambientales y culturales, que deben estar encaminados con el objetivo de
cumplir los fines del Estado y garantizar los derechos fundamentales de
las personas en virtud de la cercanía que ofrece la descentralización
territorial donde las personas tienen una forma de mayor acceso a la
administración pública y de esa forma pueden tener conocimiento más a
fondo sobre la destinación de los recursos, el uso de los mismos y sobre
todo su mejoría de calidad de vida.
2.5.3.5 AMBIENTE SANO
El medio ambiente de acuerdo a la tendencia teórica del determinismo
ambiental dice es un elemento estructurador del comportamiento
humano36 por otro lado algunos sociólogos reconocen al medio ambiente
como la capacidad de interacción que tienen las personas con la
naturaleza y expresan que dichos comportamientos no están constreñidos
por las disposiciones ambientales.
Ahora bien en lo que se refiere a un ambiente sano cabe resaltar que se
considera en Colombia como un derecho colectivo en el artículo 79 de la
Constitución Política de Colombia, pero que a raíz de interpretaciones de
la Corte Constitucional sobre algunos aspectos, el derecho a un ambiente
sano, puede ser considerado, un derecho fundamental.
Para esto el Alto tribunal menciona en las sentencias T-092/92 y T-366/93
que si
35 Sentencia C 600ª de 1995 corte constitucional.
36 ALEDO, ANDRES DOMINGUEZ Y ANTONIO. TEORIA PARA UNA SOCIOLOGIA AMBIENTAL. [En línea]
[Citado el: 01 de 09 de 2014.] PÁG. 5 http://www.ua.es/personal/antonio.aledo/docs/libro/cap2.pdf
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“los factores perturbadores del ambiente causan daños irreparables
a las personas, el ambiente sano es un derecho fundamental para
la existencia de la humanidad37”
Por lo anterior se ha permitido que por vía jurisprudencial, el derecho a un
ambiente sano sea entendido como un derecho fundamental de las
personas, pese a que está reconocido como un derecho colectivo en la
Carta Política. Debido a esto la Corte Constitucional ha decidido plantear
un segundo razonamiento en el cual, sin que el derecho a un ambiente
sano pierda calidad de derecho colectivo, pueda tener condición de
derecho fundamental cuando exista unos supuestos que devienen del
principio de conexidad, quiere decir esto que debido a una interpretación
diferente pero interrelacionada entre el derecho colectivo a un ambiente y
la protección del medio ambiente, dan como resultado el criterio de
derecho fundamental, a un derecho colectivo.
Para esto la Corte ha determinado que deben darse ciertas características
materiales para que se obtenga el status de derecho fundamental y esto
ocurriría en consideración a los hechos del caso en particular, según lo
han expresado en las Sentencias T-405/92 y T 574/96.
Por último cabe resaltar que el Magistrado Cepeda ha dicho que dicha
conexión entre un derecho colectivo y la protección del medio ambiente
que pueda generarle al derecho a un ambiente sano el status de derecho
fundamental, solo ocurre cuando los derechos fundamentales puedan
desaparecer o se haría imposible su eficaz protección38
37 Corte constitucional Sentencias t 092/92 y t 366/93
38 HACIA LA CONSOLIDACIÓN DEL DERECHO AL AMBIENTE SANO COMO UN DERECHO
FUNDAMENTAL. AVELLANEDA, DIANA MARIA VASQUEZ. Cali : REVISTA EIDENAR, 2008.
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2.5.3.6 TEORIA DE LA JUSTICIA SEGÚN JOHN
RAWLS: APORTE A LOS ESTADOS
MODERNOS
John Bordley Rawls, filósofo estadounidense, profesor de filosofía política
de la Universidad de Harvard, considerado uno de los filósofos políticos
más importantes del siglo XX es el padre de la teoría política que expone
dos principios sobre los cuales debe fundamentarse la palabra “Justicia”
desde la posición original del espíritu contractualista de los filósofos
políticos clásicos39.
Para la investigación desarrollaremos principalmente la teoría de la
justicia basada en sus dos principios fundamentales, para entender la
noción de justicia y la diferenciación que hace entre justicia geométrica y
la justicia aritmética como él la llama para lograr entender el concepto de
justicia como equidad, que es el la igualdad a la que hace referencia.
La teoría de la justicia de Rawls argumenta la consolidación de los
principios de libertad e igualdad haciéndose dos preguntas fundamentales
para el desarrollo de las mismas.
La primera es
¿Cuál es apropiada concepción de la justicia para especificar los
términos justos de la cooperación social entre ciudadanos
considerados libres e iguales, miembros de una sociedad con la
que cooperan plenamente durante toda una vida de una
generación a la siguiente?
La segunda es ¿Cuáles son los fundamentos de la tolerancia así
entendida dada la realidad del pluralismo razonable como
consecuencia inevitable de las instituciones libres?
39 WIKIPEDIA. WIKIPEDIA. [En línea] 20 de 08 de 2014. [Citado el: 01 de 09 de 2014.]
http://es.wikipedia.org/wiki/John_Rawls.
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Y por último hace relación a una tercera pregunta en la cual
convergen las dos anteriores y es aquella que al resolverse nos
otorga una respuesta sobre su teoría de la justicia, ésta es ¿Cómo
es posible que exista durante un tiempo prolongado una sociedad
justa y estable de ciudadanos libres e iguales los cuales
permanecen profundamente divididos por doctrinas razonables,
religiosas, filosóficas y morales40?
Rawls para desarrollar dichas preguntas empieza por hacer referencia al
pensamiento democrático de los dos últimos siglos que muestran en la
actualidad la deficiente regulación por parte de las instituciones y de qué
forma deben ordenarse para satisfacer en términos justos de cooperación
entre ciudadanos que se consideren libres e iguales. Ahora bien los
derechos de igualdad y libertad deben responder las exigencias de las
personas sobre el tema, el conflicto interior del pensamiento tradicional de
democracia y expone las contraposiciones en las que se encuentran
Locke y Rosseau puesto que Locke se refiere la libertad de pensamiento
y conciencia “Libertad de los Modernos” y Rosseau habla de las libertades
políticas iguales y de valores de la vida pública, “libertad de los antiguos”
puede decirse que existe una diferencia entre las libertades individuales y
las libertades conjuntas.
Rawls plantea entonces a la justicia como imparcialidad donde 1) las
instituciones deban hacer efectivos los valores de la libertad y la igualdad
y 2) los principios apropiados a la idea de “ciudadanos democráticos”
sean considerados para personas libres e iguales, esto con el fin de
demostrar un arreglo entre las instituciones políticas de ordenamiento
básico quienes son las más adecuadas para realizar los valores de
libertad e igualdad cuando se consideren así los ciudadanos.
Propuestos los caracteres que pondrían a los seres humanos en la
posición original de la que habla Rawls explica entonces cuales son los
principios de la Justicia:
40 RAWLS, JOHN. LIBERALISMO POLÍTICO. MEXICO : FONDO DE CULTURA ECONÓMICA, 2011..
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A) “Cada persona tiene igual derecho a exigir un esquema de
derechos y libertades básicas e igualitarias completamente
apropiadas, un esquema que sea compatible con el mismo
esquema para todos, y en este esquema, las libertades políticas
iguales, y solo esas libertades, tienen que ser garantizadas en
su valor justo”
B) “ las desigualdades sociales y económicas solo se justifican por
dos condiciones: en primer lugar , están relacionadas con los
puestos y cargos abiertos a todos en condiciones de justa
igualdad de oportunidades; en segundo lugar, estas posiciones
y estos cargos deberán ejercerse en el máximo beneficio de los
integrantes de la sociedad menos privilegiados41”
Para los anteriores principios Rawls desarrolla las características que
estos deben tener para el contenido de una concepción política liberal de
justicia.
La primera característica es la especificación de ciertos derechos,
libertades y oportunidades básicos que pueden considerarse
(regímenes democráticos constitucionales)
La segunda característica es la asignación de especial prioridad a
esos derechos, libertades y oportunidades en especial respecto a
las exigencias del bien general y valores perfeccionistas
Por último, la tercera característica son las medidas que aseguren
a todos los ciudadanos todos los medios apropiados para hacer el
uso eficaz de libertades y oportunidades42
Estos elementos son fácilmente diversos de manera que puede
entenderse de diferente forma las variantes de liberalismo y por eso cada
persona puede entenderlos desde ámbitos diferentes.
41 RAWLS, JOHN. LIBERALISMO POLÍTICO. MEXICO : FONDO DE CULTURA ECONÓMICA, 2011.
42 RAWLS, JOHN. LIBERALISMO POLÍTICO. MEXICO : FONDO DE CULTURA ECONÓMICA, 2011.
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Dice Rawls que los principios expuestos expresan una forma igualitaria de
liberalismo y que están enmarcados en 3 elementos:
1. La garantía del valor justo de las libertades políticas, de tal
manera que estas no sean meramente formales
2. Una justa (tampoco meramente formal) igualdad de
oportunidades y,
3. El llamado principio de diferencia, que prescribe que las
desigualdades sociales y económicas inherentes a los cargos y
puestos tendrán que usarse, de manera que, cualquiera que
sea el grado de tales desigualdades, sea grande o pequeño,
habrán de redundar en el mayor beneficio de los integrantes
menos privilegiados de la sociedad43
Ahora bien respecto al primer principio, dice Rawls que abarca los
derechos y las libertades iguales para todos, pues pueden ir precedido
por un principio que exija que las necesidades básicas de los ciudadanos
sean satisfechas al menos en la medida en que la satisfacción permita
que los ciudadanos o personas puedan ejercer fructíferamente esos
derechos y libertades, esto quiere decir que para que los ciudadanos
puedan ejercer sus derechos y libertades sus necesidades básicas deben
ser satisfechas, esta debe ser la base de la justicia social.
Y respecto al segundo principio hay una inquietud en la que Rawls se
plantea cual debe ser la familia de instituciones más adecuada para
asegurar la libertad democrática y la igualdad. Pues bien expone tres
pasos para lograrlo.
1. Paso: se debe acortar la brecha del desacuerdo. Esto quiere
decir que hasta las convicciones más arraigadas, se cambian
gradualmente puesto que los seres humanos somos
cambiantes y todo es relativo.
43 RAWLS, JOHN. LIBERALISMO POLÍTICO. MEXICO : FONDO DE CULTURA ECONÓMICA, 2011.
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2. Paso: se debe considerar la Cultura Pública. Este es el fondo
compartido de ideas básicas y principios implícitamente
reconocidos. Esta concepción política de la justicia debe
encontrar una afinidad de las convicciones enraizadas que
generan las brechas de desacuerdos, puesto que para
aceptarla se deben concordar con las convicciones en todos los
niveles y hacer un examen reflexivo del mismo, esto quiere
decir que exista un equilibrio reflexivo de las convicciones.
3. Paso: La Justicia como Imparcialidad. Esta justicia se considera
como una concepto en el que se puedan compartir los
ciudadanos en tanto que es fundamento de un acuerdo político
razonado, informado y voluntario; esto quiere decir que expresa
su razón pública y política compartida, puesto que para lograr
dicho concepto de justicia debe ser independiente de las
doctrinas filosóficas y religiosas que profesen los ciudadanos, la
razón y la religión deben separarse de la justicia.
Luego de que este examen anterior suceda y el concepto sea
claro, la tendencia del liberalismo política dará paso al principio
de la tolerancia.
De lo anterior se puede decir que el liberalismo político busca una
concepción política de la justicia puesto que esta debe prever antes que
castigar y debe ser una justicia para regular no para juzgar.
Ahora bien, la concepción política de la justicia que expone Rawls tiene
dos elementos característicos:
a) Sujeto de una concepción política. (concepción moral)
Esta es aplicada a las instituciones políticas, sociales y
económicas. Hace referencia a la estructura básica de la sociedad
en un Estado democrático constitucional, que piense en un sistema
unificado de cooperación social. Este elemento se aplica a una
sociedad cerrada, quiere decir a las personas nacidas o con
nacionalidad de un país.
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b) El modo de presentación de una concepción política de la justicia.
Esta se presenta como un punto de vista que puede ser aceptado
libremente, y hace una diferenciación entre la concepción política y
la doctrina comprensiva.
Respecto de la concepción política se considera como la
libremente aceptada y expresada desde un entorno más amplio sin
referencia alguna con él, además es el inicio de todo y cabe en
cualquier doctrina comprensiva. Sin embargo la doctrina
comprensiva son las concepciones morales que se aplican de
manera general como el utilitarismo, el cual basa su moral en lo útil
y así se regula la sociedad.
La diferencia entre aquellas se propone una cuestión de alcance,
un referente de campo de acción y la gama y extensión de sujetos
a los que se aplica el concepto además del contenido que se
requiere según cuán extensa sea. Se distinguen dentro de este
modo, las concepciones morales que se aplican de forma universal
a todas las personas, comprensivas que respetan el valor de la
vida humana y los ideales de amistad y relaciones familiares y de
asociación junto a otros elementos que conforman nuestra
conducta y en última instancia la vida en su totalidad, la asunción
de los pequeños hábitos las acciones diarias y pequeñas. Las
concepciones parcialmente comprensivas son aquellas que
incluyen solo un número de valores que no son políticos y se
articulan sin mucha afinidad y las concepciones del todo
comprensivas son aquellas que acaban con precisión todos los
valores y virtudes reconocidos en un sistema articulado.
c) Su contenido. Este debe expresar en términos de ciertas ideas
fundamentales que se consideran implícitos en la cultura política
pública de una sociedad democrática, los cuales son la
participación  de todos, la satisfacción de las necesidades básicas,
el trabajo por el menos favorecido, igualdad de oportunidades,
especial atención a los grupos minoritarios, la igualdad y libertad
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para todos (equidad), lo anterior deben comprenderlo las
instituciones públicas de régimen constitucional y tradiciones
públicas de su interpretación tales como la rama judicial y los
organismos de control.
Para complementar lo anterior las culturas religiosas, sociales y filosóficas
son aquellas culturas de trasfondo y estas son las particularidades de los
ciudadanos, aquello que lo hace diferente, esta es denominada como la
cultura de lo social NO de lo político, es aquella cultura de nuestra vida
diaria.
Por lo anterior se dice que la justicia como imparcialidad es la que nace al
interior de cierta tradición política y adopta la idea fundamental de que “LA
SOCIEDAD COMO INSTRUMENTO JUSTO DE COOPERACIÓN A
TRAVÉS DEL TIEMPO Y DEL CAMBIO DE UNA GENERACIÓN A
OTRA” siendo esta idea la base fundamental de la justicia que plantea
Rawls puesto que encierra los dos principios de ella, el reconocer a los
ciudadanos (aquellos comprometidos con la cooperación) como personas
libres e iguales, una igualdad construida a través de la cobertura de
necesidades básicas y la distribución equitativa de los recursos
dependiendo de las necesidades de las personas que converge en una
sociedad bien ordenada considerada como una sociedad efectivamente
regulada por la concepción política de la justicia que se basa en
desarraigar las concepciones sociales, religiosas y filosóficas del ámbito
político.
En conclusión, se puede decir que el enfoque de la teoría de la justicia de
Rawls desde las mejoras que realiza frente al liberalismo político y la
incorporación de la razón pública a su teoría, explican como la justicia
aritmética o distributiva, la cual explica que la distribución de los bienes de
una sociedad debe realizarse de acuerdo a las necesidades de cada
individuo puesto que no todos desarrollan las mismas capacidades de
selección natural que pueden brindarles una mejoría en su calidad de
vida, de esta forma es necesario que el Estado tenga en cuenta que así
64
se libera la brecha de la desigualdad y así todos pueden tener las mismas
oportunidades para ampliar sus capacidades, esta justicia es entonces
aquella que se adapta mejor al cambio de la sociedad en un sistema de
cooperación, puesto que la participación de los ciudadanos en las
decisiones políticas, aquellos que son libres e iguales, en una sociedad en
la que se desarraiga de las concepciones sociales y examina desde la
cultura política, a los seres humanos, sin ninguna diferencia.
2.5.4 MARCO JURÍDICO
La justicia ambiental en Colombia no se encuentra regulada
expresamente en ninguna norma, puesto que, es un concepto muy
novedoso y aún no se ha hablado del tema específicamente. Sin embargo
existen preceptos constitucionales, legales y jurisprudenciales que la
pueden desarrollar desde el análisis de su concepto considerado como la
confluencia de la justicia social, la protección del medio ambiente y la
participación democrática.
Desde la Constitución Política de Colombia se puede analizar que los
preceptos constitucionales se encuentran enmarcados en los artículos 13
que hace referencia al Derecho a la Igualdad, el artículo 80 que establece
la regulación del medio ambiente y el artículo 103 que se refiere a la
formas de participación democrática.
Para el análisis de la presente investigación es necesario mencionar de
igual forma los preceptos constitucionales sobre ordenamiento territorial,
establecidos en el Titulo IX, se tendrá en cuenta el capítulo III, sobre
régimen municipal, debido a que es el pertinente para la misma y éste
comprende los artículos desde el 311 hasta el 321 que plantean las
directrices para el régimen legal. Además haremos mención al artículo 79
puesto que es el que establece el derecho que tienen todas las personas
a gozar de un ambiente sano y la importancia de la participación que
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tienen las comunidades en las decisiones que pueden afectarlo la cual
debe regularse legalmente.
Ahora bien, en cuanto a la regulación legal del objetivo de la
investigación, instituida principalmente, en la Carta Política y los artículos
anteriormente mencionados se puede decir que en primer lugar es
necesario mencionar la “Ley 1454 de 2011 por la cual se dictan normas
orgánicas sobre ordenamiento territorial” y es la base del ordenamiento
territorial en Colombia, en la cual se encuentra enmarcados los dos
principios fundamentales de la Justicia Ambiental, en el artículo 3
“Principios rectores del ordenamiento territorial” en los numerales 6,7,8, y
15 los cuales hacen referencia a la sostenibilidad, la participación, la
solidaridad y equidad territorial, y equidad social y equilibrio territorial
respectivamente. Sin embargo no se debe desconocer que legalmente, el
ordenamiento territorial ha tenido una trascendencia normativa de gran
recorrido, sobre la cual haremos referencia a las más importantes de
ellas: “Ley 388 de 1997 por la cual se modifica la Ley 9 de 1989 y la Ley 2
de 1991”,  la “Ley 136 de 1994 Por la cual se dictan normas tendientes a
modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios”, “Ley
134 de 1994 Por la cual se dictan normas sobre mecanismos de
participación ciudadana” y “Ley 99 de 1993 por la cual se crea el
Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público encargado
de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales
renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental, SINA, y se dictan
otras disposiciones”
Frente a la legislación anterior se encuentran una serie de decretos
reglamentarios que regulan la aplicación de la normatividad mencionada y
la aplicable a esta investigación. Para lo anterior es necesario denominar
los decretos reglamentarios a los cuales hacemos referencia.
Acerca de la Ley 388 de 1999, son pertinentes los siguientes decretos:
Decreto 879 de 1998 “por el cual se reglamentan las disposiciones
referentes al ordenamiento del territorio municipal y distrital y a los planes
66
de ordenamiento territorial”, Decreto 19 de 2012 “por el cual se dictan
normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites
innecesarios existentes en la Administración Pública”, Decreto 4300 de
2007 “por el cual se reglamentan las disposiciones relativas a planes
parciales de que tratan los artículos 19 y 27 de la Ley 388 de 1997 y el
artículo 80 de la Ley 1151 de 2007, se subrogan los artículos 1°, 5°, 12 y
16 del Decreto 2181 de 2006 y se dictan otras disposiciones”
Frente a las demás leyes mencionadas no hay regulación existente que
se aplique al objetivo de investigación.
Por otro lado, La Corte Constitucional ha destacado puntos importantes
sobre la justicia ambiental, los cuales serán analizados para el desarrollo
de la investigación.
La primera sentencia y la más importante respecto al tema es la
Sentencia T-652 de 1998, la cual protege los derechos de los indígenas
embera-katios a ser considerados, mediante una consulta previa, una
comunidad importante para la toma de decisiones sobre la construcción
de una represa en el valle del Sinú, puesto que se realizó la obra sin
haberse realizados los procedimientos necesarios para incluir a la
población minoritaria dentro de los riesgos sociales y ambientales que
esta represa pudiera traer a la población y al medio ambiente. Después
de un largo proceso en el que los embera-katíos lucharon por defender
sus derechos a existir como etnia y la propiedad que tienen sobre su
territorio, la Corte Constitucional respalda estos derechos en primer lugar
exigiendo a la empresa constructora de la represa Urrá S.A. que
indemnice a los afectados por dicha construcción y segundo que para la
realización de la segunda fase de la obra, que hacía referencia al llenado
de la misma, se realice primero la consulta previa a las comunidades
como requisito para que el Ministerio de Ambiente otorgue la Licencia
Ambiental, puesto que es deber del Estado proteger a la minorías étnicas,
en este caso, a la población indígena y velar para que su opinión sea
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considerada en los proyectos que generen impacto ambiental o se
localicen en territorios de aquellas etnias.
La sentencia T 348 de 2012 realiza importantes aportes respecto de la
participación de las comunidades en las decisiones que puedan afectar el
medio ambiente y por las cuales se viole el derecho a un ambiente sano,
cabe resaltar que la sentencia no solo hace mención a las minorías sino
que incluye a las poblaciones en general, resaltando que el artículo 79 de
la constitución Política de Colombia expresa que las personas tienen
derecho a gozar de un ambiente sano y que de igual forma “la ley debe
garantizar la participación de las comunidades en las decisiones que
puedan afectarlo”44. El caso referido en la sentencia mencionada trata de
una acción de tutela instaurada por la Asociación de Pescadores de las
Playas de Comfenalco ASOPESCOMFE contra el distrito de Ambiente y
Desarrollo Sostenible, el Instituto Nacional de Concesiones – INCO –hoy
Agencia Nacional de Infraestructura-, la Dirección General Marítima -
DIMAR y el Instituto Nacional de Vías – INVÍAS45 la cual contempla la
solicitud de ASOPESCOMFE frente al respeto de sus derechos
constitucionales
“al trabajo, a la paz, a la salud mental, a la vida digna, a la libre
escogencia de profesión u oficio, a la protección especial de la
tercera edad, de las minorías étnicas y de la diversidad cultural y a
la dignidad humana, y en consecuencia, que se ordene al
Consorcio Vía al Mar que se abstenga de encerrar el sitio donde
los pescadores parquean sus botes de madera y realizan su labor
de pesca, hasta tanto no se llegue a un acuerdo sobre el
resarcimiento de los perjuicios que se están causando con la
realización del proyecto Anillo Vial Malecón de Crespo46”
44 Articulo 79 Constitución Política de Colombia
45 Sentencia  T 348 de 2012
46 Sentencia T 348 de 2012
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Por lo anterior, la Corte Constitucional expone el derecho amparado
constitucionalmente que tienen las personas a participar en las decisiones
de megaproyectos y más aún cuando en estos se vulneran derechos
fundamentales como los anteriormente mencionados, es así como
deciden amparar estos derechos, Ordenan a las entidades involucradas
que se realicen las reuniones necesarias para darle participación a las
comunidades afectadas y que de igual forma en esos espacios se diseñen
las medidas de compensación necesarias, además Exhorta a las
entidades encargadas del manejo y regulación de políticas ambientales
para que en el futuro las obras que hagan referencia a los territorios en
los que las comunidades que desempeñen actividades pesqueras, se
garantice la participación y concertación y no sean solamente reuniones
de mera información y socialización.
Esta sentencia proyecta un buen desarrollo del concepto de la justicia
ambiental puesto que no solo incluye a las minorías sino a todas las
poblaciones que puedan verse afectadas por el desarrollo de obras que
necesitan de concertación de las comunidades, no solamente de la
socialización de los proyectos y es allí donde se puede encontrar la
aplicabilidad eficaz de la norma frente a la participación democrática,
puesto que muchas veces se confunde ésta con la socialización de los
proyectos, dejando a las comunidades sin la posibilidad de concertar y
realizar sus propuestas sobre los mismos.
La sentencia C 180 de 1994 es una de las grandes exposiciones que
hace la Corte Constitucional respecto a los mecanismos de participación
ciudadana, establecidos en el proyecto de ley 92 de 199247, frente al cual
se  realiza un examen de constitucionalidad de los artículos expuestos en
el mismo para el correspondiente trámite constitucional de aprobación de
ley. La Corte Constitucional declara exequible en su mayoría los artículos
del mencionado proyecto, haciendo excepción y/o aclaraciones sobre
algunas expresiones de los mismos, en el mismo sentido la Corte declara
47 (SENTENCIA C 180 DE 1994, 1994)
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inexequibles los artículos 17, 90, 101, 102 y 103 que hacen referencia a
las competencias que le atribuiría el proyecto de ley a la Registraduría
Nacional de la Nación frente a la recopilación de información y registro de
la misma sobre los mecanismos de participación democrática usados en
los diferentes ámbitos de aplicación de las entidades territoriales.
Por lo anterior se puede denotar que, de acuerdo, al criterio
constitucional, la ley sobre mecanismos de participación ciudadana
presentados en el mencionado proyecto, después nominado “Ley 134 de
1994”, corresponden a los derechos constitucionales que protegen y
garantizan, la intervención de los ciudadanos en los diferentes
mecanismos de participación.
En referencia a otras sentencias de igual magnitud que proyectan un
concepto de justicia ambiental desde su análisis argumentativo a la
norma, se puede mencionar entre ellas la sentencia SU 383 de 2003 la
cual hace referencia a los derechos de los pueblos indígenas de la
Amazonía de Colombia OPIAC que se vulneraron debido a la fumigación
de cultivos ilegales en sus territorios realizadas por el gobierno nacional.
De igual forma La sentencia SU 039 de 1997 en la cual se expone la
vulneración de los derechos de los indígenas U’wa por la omisión de la
consulta previa que debía realizarse por parte del Ministerio del Medio
Ambiente y la Sociedad Occidental de Colombia frente a la actividad que
se desarrollaría para la  explotación sísmica del bloque Samore que
permitiera constatar la existencia de pozos petroleros.
Respecto de éstas sentencias La Corte Constitucional decide proteger
principalmente el derecho a la participación de las comunidades frente a
la afectación que puede ocurrir con la implementación de obras o políticas
propuestas por las entidades del Gobierno Nacional, en las que se evade
el compromiso nacional por la protección de la diversidad étnica y su
posibilidad de concertar los temas propuestos sobre la regulación del
medio ambiente en Colombia.
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Las anteriores sentencias se mencionan en la investigación puesto que
desde su argumentación jurídica se relacionan al concepto de justicia
ambiental, elaborado en esta investigación, ya que resaltan la importancia
de la participación de las comunidades, desde el punto de vista de las
concertaciones, en las cuales las personas tengan acceso a proponer su
punto de vista cuando se realizan obras o se promueven decisiones que
pueden afectar el desarrollo de sus actividades y de igual forma vulneren
su derecho a gozar de un ambiente sano.
Con base en todo lo anteriormente expuesto, en referencia al
ordenamiento constitucional, legal y jurisprudencial que en Colombia se
desarrolla como un proyecto, por así decirlo, del concepto de Justicia
Ambiental, se resalta que la propuesta de ajuste frente al manejo de las
aguas residuales y la reestructuración de sus redes de alcantarillado,
establecidas en el capítulo de saneamiento básico del EOT de Monterrey-
Casanare es pertinente en cuanto la participación de la comunidad en
este tema se encuentra protegida constitucionalmente y reglamentada
para su correcto proceder. De esta forma la comunidad de los barrios
afectados tendrá un soporte investigativo que pueda incluir su
participación en el EOT que espera implementarse para dicho municipio.
2.5.5 TRIANGULACIÓN METODOLÓGICA
¿Cuál es el medio pertinente, acorde a la implementación del Esquema
de Ordenamiento Territorial, que los habitantes afectados por el sistema
de alcantarillado y manejo de aguas residuales, pueden utilizar para que
se garantice su derecho a un ambiente sano, desde el concepto de
justicia ambiental, en el Municipio de Monterrey-Casanare?
De acuerdo a las circunstancias observadas en el caño Leche Miel debido
al alto contenido de contaminación y proliferación de enfermedades y
malos olores, que dan lugar a la afectación del derecho a un ambiente
sano de los habitantes que residen en las cercanías del mismo. Este
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derecho puede ser protegido desde la perspectiva de la justicia como
equidad y la justicia ambiental por una propuesta de recomendación al
ajuste del EOT, enmarcado en el acuerdo 025 de 2009 del Concejo
Municipal, que se presente en el marco de la consulta democrática, de
esta forma se permitiría la protección del derecho constitucional
mencionado.
Para lo anterior, respecto al desarrollo del concepto de la justicia
ambiental, que tiene como aspectos importantes la confluencia de la
justicia social, la protección del medio ambiente y la participación de los
ciudadanos, se tiene en cuenta La Teoría de la Justicia de Rawls quien
expone a la justicia como la distribución de los bienes de acuerdo a las
necesidades de cada individuo, generando igualdad y libertad entre todos,
además agrega el aspecto de la intervención participativa de los
ciudadanos en los asuntos públicos puesto que ese sistema cooperativo
es la base de una buena cultura política. Además respecto al tema de
investigación se añade a ésta teoría la protección del medio ambiente que
se encuentra consagrada constitucionalmente en la Carta Política de
1991.
Con el fin de encontrar una solución al problema planteado inicialmente y
después del análisis de pertinencia, además de la argumentación que se
presenta gracias a la Teoría de la Justicia de Rawls, se ha llegado a la
conclusión de que todo lo anterior es la base investigativa fundamental
para el desarrollo de la propuesta de recomendación al ajuste del EOT
enmarcado en el acuerdo 025 de 2009 del Concejo Municipal, para que
sea presentado en la consulta democrática que se realizará en Monterrey
en los próximos meses puesto que de esa forma, permite que las
comunidades afectadas puedan participar democráticamente en las
decisiones de la administración municipal y se involucren en los temas
que son de cuidado de todos, además esta propuesta puede mejorar la
calidad de vida de los habitantes que viven cerca del caño que está
siendo contaminado, ya que al repararse las redes de alcantarillado y
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realizarse el mantenimiento de las mismas, se evitará la contaminación y
de esa forma se garantiza el derecho a un ambiente sano, generando
equidad entre las personas que han sufrido las consecuencias de este
fenómeno. En este sentido, se concluye que la Justicia ambiental
implementada a los planes de acción administrativos, genera equidad,
participación y protección del medio ambiente, forjando una nueva
sociedad enfocada a la cultura política de la cooperación.
CAPITULO III
3. DE LA INVESTIGACIÓN A LA ACCIÓN
3.1 ANÁLISIS DE VALIDEZ JURÍDICA, SOCIAL Y POLÍTICA DE
LA JUSTICIA AMBIENTAL FRENTE AL AJUSTE DEL EOT
EN MONTERREY CASANARE.
Después de la Constitución de 1991, se plantea una nueva organización
territorial para Colombia, desde su extensión nacional, regional y
municipal, puesto que anteriormente a ella, la organización del territorio se
regía bajo las normas del plan de desarrollo y aunque se daban algunas
pautas para la organización territorial, estas no eran suficientes. A raíz de
ello, se establece que debe existir en Colombia, una ley orgánica sobre
ordenamiento territorial puesto que es necesario que la distribución del
país se haga a favor de los fines del Estado, garantizando los derechos
fundamentales de los colombianos y procurando la protección del medio
ambiente, ya que esta constitución es conocida como la Constitución
Ecológica.
Monterrey al ser un municipio debía acogerse a la legislación nacional y
plantear un ordenamiento territorial que para el año 1999 se regía por la
Ley 9 de 1989, que luego fue derogada por la Ley 388 de 1999 y
actualmente se complementa con la Ley Orgánica de Ordenamiento
Territorial, Ley 1454 de 2011. La organización territorial de los municipios
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se encuentra reglamentada principalmente en la Ley 388 de 1999 y en la
Ley 136 de 1994.
La ley 388 de 1999, en su artículo 9 establece el tipo de plan que debe
adoptar un municipio o distrito, dependiendo de su densidad poblacional,
para lo cual establece que, los distritos o municipios con una densidad
poblacional superior a los 100.000 habitantes deberán crear Planes de
Ordenamiento Territorial (POT), ahora si la densidad poblacional de un
municipio oscila entre los 30.000 y 100.000 habitantes deberán
implementarse los Planes Básicos de Ordenamiento Territorial (PBOT) y
en el caso de que los municipios tengan una densidad poblacional inferior
a la de los 30.000 habitantes, deberán implementarse los Esquemas de
Ordenamiento Territorial (EOT), éste último es aquel que se adecua a la
densidad poblacional de Monterrey y por tal razón en el municipio se ha
implementado un EOT para la organización del territorio.
Ahora bien, el EOT de Monterrey, se encuentra creado con base en la ley
9 de 1989 por lo que su fecha de origen data del año 1999, año en el cual
se estableció el último plazo para la creación de dicho esquema. En el
año 2009 se presentó por iniciativa de la Alcaldía Municipal un ajuste al
EOT del año 1999, incluyendo las reformas realizadas por la Ley 388 de
1997 con base en las necesidades del municipio en pro del desarrollo
económico, social y cultural que traía el mismo en beneficio de todos los
regiomontunos. El Concejo Municipal mediante el acuerdo 025 de 2009,
aprueba el ajuste realizado por la administración municipal, esperando
que se surtan los siguientes procesos necesarios para la implementación
del mismo.
En el año 2014, año en curso, se surte la primera audiencia pública, tal
como lo enmarca la ley 388 de 1994, en los artículos, 4, 22 y 24 sobre
este tipo de participación democrática en el cual se realiza la concertación
del ajuste al esquema de ordenamiento territorial, la cual se llevó a cabo
con las juntas de acción comunales de algunos barrios de la zona urbana
del Municipio. En el marco de las audiencias públicas establecidas en la
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normatividad anteriormente mencionada, los ciudadanos pueden
presentar recomendaciones, sugerencias, peticiones e incluso hacer
preguntas frente a la implementación del esquema de ordenamiento
territorial, para lo cual se debe dar la respuesta pertinente frente a los
temas sugeridos mediante una evaluación de factibilidad, conveniencia y
concordancia con los principios del Esquema de Ordenamiento territorial.
De igual forma se establece que las organizaciones cívicas que se
vinculen a la implementación del EOT podrán:
1. Para proponer, en los casos excepcionales que consideren las
normas urbanísticas generales, la asignación específica de usos y
aprovechamientos del suelo en micro zonas de escala vecinal, esto
es, en los casos donde el efecto se limite exclusivamente a sus
respectivos territorios y no contraríen las normas estructurales. En
las zonas exclusivamente residenciales estas propuestas podrán
referirse a normas de paisajismo, regulaciones al tránsito vehicular
y demás previsiones tendientes al mantenimiento de la tranquilidad
de la zona, siempre y cuando no se afecte el uso del espacio
público, de acuerdo con las normas generales.
2. Para formular y proponer planes parciales para actuaciones
urbanísticas dentro de su área, de acuerdo con las previsiones y
autorizaciones del componente urbano del plan.
3. Para ejercer acciones de veeduría ciudadana que garanticen el
cumplimiento o impidan la violación de las normas establecidas, a
través de procedimientos acordes con las políticas locales de
descentralización48.
Lo anterior con el fin de que las organizaciones cívicas que hayan
presentado sugerencias o recomendaciones al ajuste del esquema de
ordenamiento territorial puedan involucrarse en el desarrollo y control de
48CONGRESO DE LA REPÚBLICA, Ley 388 de 1997. Artículo 22, numerales.
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la implementación del mismo, esto en concordancia con los principios de
rigor subsidiario, precaución y armonía regional, considerados como
fundamentales en el desarrollo del medio ambiente, para lo cual es de
vital importancia que la administración municipal brinde el apoyo
necesario respecto a estos mismos principios para que se den todas las
garantías constitucionales, legales y procedimentales para la eficacia de
la participación ciudadana en los temas que hacen referencia al
ordenamiento territorial.
Lastimosamente este ajuste que se realiza al EOT no considera la Ley
1454 para su aplicación, puesto que, según el acuerdo 025 de 2009, la
vigencia del ajuste es de tres periodos constitucionales contados a partir
del periodo constitucional del 2008; esto quiere decir que el próximo
ajuste será realizado en el año 2019.
Después de realizar un análisis al ajuste del EOT (Acuerdo 025 de 2009),
existe una deficiencia en la sección de saneamiento básico a lo que
respecta al manejo de aguas residuales, puesto que a pesar de que en la
parte evaluativa de la situación actual de las fuentes hídricas, se reconoce
que existe un nivel alto de contaminación, la única solución planteada es









CANO LECHE MIEL Contaminación por
aguas residuales y
desechos sólidos.
Vereda Buenavista Construcción planta
de tratamiento.
Extracto del Esquema de Ordenamiento Territorial. Monterrey. Acuerdo 025 de 200949
De igual forma en el artículo 101 del mismo EOT sobre cumplimiento de
disposiciones ambientales se regula que
49 Acuerdo 025 de 2009, ajuste al esquema de Ordenamiento territorial. Municipio de Monterrey
Casanare
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La Empresa de Servicios públicos de Monterrey dará
cumplimiento en el corto plazo del presente Plan a las
disposiciones emanadas de las resoluciones expedidas por
Corporinoquia expresamente las siguientes:
Res: 200.15.05-805. Permiso de vertimiento de aguas
residuales domesticas tratadas al caño leche Miel.
Res: 200.15.06-847. Por medio del cual se aprueba el Plan
de manejo para la recuperación del área afectada por el
vertimiento de aguas residuales del Municipio de
Monterrey50.
También se encuentran el siguiente artículo 109 que hace referencia a la
atención de amenaza por  Contaminación hídrica
En el corto plazo del presente Plan se deben solucionar los
vertimientos contaminantes a las fuentes hídricas, en el área
urbana al cano Leche Miel, y En Villacarola, Las descargas
existentes de aguas residuales domésticas, a la quebrada
Quemones, las aguas residuales provenientes de las
actividades petroleras también son vertidas previo
tratamiento pero incumpliendo la Norma como se muestra en
la mayoría de resultados de laboratorio, estas aguas son
vertidas a quebradas como Pedregosa, Volcanera, Caño
Guadalajara y Caño El Muerto. La administración Municipal
en su informe anual dará constancia del cumplimiento por
parte de las estaciones e infraestructuras existentes en el
Municipio del cumplimiento de vertimientos y citara los
informes rendidos por CORPORINOQUIA51.
Por último se encuentra que en el artículo 111 se establecen las acciones
prioritarias para el manejo de área, relacionada ésta con el Río Túa,
exponiendo lo siguiente:
50 Acuerdo 025 de 2009. Ajuste al Esquema de Ordenamiento Territorial, Monterrey- Casanare
51 Acuerdo 025 de 2009. Ajuste al Esquema de Ordenamiento Territorial, Monterrey- Casanare
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El manejo del área incluirá la ejecución de las siguientes
acciones prioritarias:
1. La articulación ambientalmente sostenible del área de
manejo especial al contexto urbano.
2. La articulación del sistema de descontaminación del
río Túa y sus afluentes dentro del Municipio de
Monterrey y manejo hidráulico de los cursos de agua.
3. Articulación ambientalmente sostenible del Área de
Manejo Especial al contexto urbano. Esta propende por
aplicar un mayor nivel de detalle al ordenamiento del área de
manejo especial identificando prioritariamente:
4. Las secciones o zonas que por su significado ecológico
deban ser declaradas como parte del Sistema de Áreas
Protegidas, identificándolas dentro de una categoría en
particular.
5. Las acciones o zonas que por su localización estratégica
deban ser incorporados a la categoría de Parques Urbanos
de Recreación Pasiva52
Lo anteriormente mencionado son los planes que se establecen en el
EOT para la recuperación del caño leche miel, que como bien se
encuentra, no existe una solución al problema real de la contaminación
del mismo, puesto que a pesar de que ya esté contaminado y exista el
presupuesto necesario para la implementación de una planta de
tratamiento de aguas residuales53, se debe aclarar que la contaminación
del mismo, es debido a la falta de mantenimiento de las redes de
alcantarillado y la estructura de las mismas puesto que están situadas
muy cerca de la fuente hídrica, ocasionando que se derramen dichas
aguas residuales y produzcan grandes niveles de contaminación. Ahora
bien, considerando que la vertiente transita por toda el área urbana y
52 Acuerdo 025 de 2009. Ajuste al Esquema de Ordenamiento Territorial, Monterrey- Casanare
53 Destinación de recursos realizada por el Ministerio de Vivienda y agua en el año 2014 mes de
mayo.
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debido a la falta de cuidado que tiene, las personas realizan la descarga
de desechos sólidos en él, ocasionando más contaminación.
De igual forma, es preciso mencionar, que la administración municipal no
ha enfatizado en los sistemas de información ambiental puesto que de los
que se conocen se han realizado solo dos jornadas sobre el tema, el
primero, en el año 2012 sobre educación ambiental, realizado en conjunto
con la empresa de energía de Casanare, ENERCA S.A. E.S.P.  y la
Policía Nacional de Colombia en el cual se realizaron jornadas de aseo y
embellecimiento de la plazoleta de paz, la segunda realizada a principios
del año 2014 sobre sensibilización ambiental, la cual estaba orientada a
difundir sobre el manejo adecuado de los residuos sólidos, y el uso
eficiente junto al ahorro de agua. Para esta actividad se utilizaron
herramientas como folletos informativos y métodos técnicos para el
desarrollo del proyecto anteriormente mencionado. Es importante resaltar
que en Monterrey no existen organizaciones civiles que fomenten
sistemas de información ambiental o se involucren en el desarrollo de la
divulgación de investigación para el aprendizaje de los ciudadanos en
favor del medio ambiente, por lo que la tarea a realizar en la propuesta de
investigación es aún más importante.
Se tiene en cuenta las audiencias públicas como mecanismo de
participación ciudadana para la implementación del EOT en el Municipio
de Monterrey-Casanare, en razón, de lo establecido en la Ley 388 de
1997. En la mencionada norma se establecen las diferentes formas
mediante las cuales, los ciudadanos, pueden presentar sus opiniones, en
este estricto sentido, se ha elegido que para la presentación de la
propuesta, objetivo de la presente investigación, la audiencia pública,
puesto que en la conglomeración social que por su naturaleza lleva, se
hace relevante la presencia de los barrios afectados por el mencionado
caño, que ha sido utilizado como fuente de vertimientos de aguas
residuales. Es así como cumpliendo con la eficacia que denota la
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participación democrática, esta propuesta será expuesta ante la
administración municipal, entidades encargadas y la población afectada
en el siguiente marco de la audiencia pública a realizar en los próximos
meses en el municipio, con el fin de proponer una solución rápida y
duradera para el problema que afecta a la mencionada población.
Por lo anteriormente expuesto es necesario resaltar a doctrinantes como
Agustín Hernández Aja, Miguel González Marregot, y Abbott, quienes han
expuesto doctrinas importantes sobre el concepto de la calidad ambiental
y la participación ciudadana, expresando de tal forma que la cultura es un
factor incidente para el cambio territorial, puesto que, mediante ella se
realizan modificaciones al medio ambiente. Ahora bien expresa
Hernández, en este caso, como los seres humanos no somos solo
capaces de usar técnicas para cambiar nuestro entorno sino que somos
capaces de reflexionar sobre los mismos, sobre la utilidad de ellos y las
consecuencias que pueden traer, esto con el fin de propender la
participación activa de las personas en la gerencia y modificación urbana.
De igual forma, González Marregot expresa que “La gestión institucional
del municipio está ligada -de manera directa-, a la participación
ciudadana. Valga la pena recordar que, la participación del pueblo en la
formación, gestión y control de los asuntos públicos se encuentra
contemplada como un derecho54” razón por la cual se resalta la
valora como la incidencia del actuar de las comunidades, garantiza que
exista una mayor armonía regional y una correcta aplicación del orden
territorial, esto en conjunto con el apoyo de las administraciones locales.
En Colombia, se resaltan las opiniones del Doctor Mesa Cuadros,
abogado, quien respecto al tema, comenta sobre el valor de la consulta
popular llevada a cabo en el municipio de Piedras debido a la explotación
minera y la importancia que tienen la intervención de la comunidad frente
a los temas que involucran la incidencia del Estado frente a la regulación
54 GONZALEZ MARREGOT, MIGUEL. PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN EL MUNICIPIO. VENEZUELA.
2013.
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medio ambiental. Por esto expresa, el mencionado Abogado, que la
comunidad en razón de la democracia, del gobierno del pueblo y para el
pueblo, decide las formas de vivir dignamente y desde ese punto de vista,
la vida digna se relaciona en gran magnitud con estándares ambientales
significativos, puesto que debe hacerse en pro de la defensa de la vida, y
no de la depredación y la contaminación que ha caracterizado siempre a
la cultura humana.
Por último, en este aspecto, sobre la relevancia de las audiencias públicas
para la concertación de la implementación del EOT, es necesario
mencionar el ejemplo de los presupuestos participativos en la ciudad de
Porto Alegre en Brasil, lo cual se realizó con el fin de dotar a la población
de servicios básicos de infraestructura para equilibrar las desigualdades
sociales. El proyecto se realizó en materia de ordenamiento territorial y
calidad de vida de sus habitantes puesto que se realizaban jornadas con
la población para examinar las necesidades y decidir que se debe hacer.
Con el paso del tiempo y el acercamiento de las comunidades para
involucrarse en el desarrollo del proyecto fue posible que la población
ascendiera porcentualmente al disfrute de suministros de agua potable, a
alcantarillado y alumbrado público, en razón de la urbanización de las
zonas, para salud y vivienda. Este es un claro ejemplo de la cooperación
participativa en la cual el Estado desde sus entidades descentralizadas
pueda incluir las opiniones de los ciudadanos para volverlos actores de
las soluciones a los problemas que aquejan la vida diaria de los mismos.
En ese mismo sentido el Banco Interamericano de Desarrollo plantea un
recurso para la participación ciudadana en la gestión pública, con la
finalidad de construir un esfuerzo para fortalecer los procesos y los
mecanismos de gestión de la democracia y la gobernabilidad en América
Latina y el Caribe.
Es así como el BID destina capacitación a los interesados para aprender
sobre políticas públicas y la importancia de la concertación de las mismas
desde la participación ciudadana, con el fin de involucrar a los diferentes
actores en el desarrollo de los entes territoriales. De esta forma los
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involucrados no solo tendrán la oportunidad de participar sino también de
extender su conocimiento frente a las diferentes necesidades
cognoscitivas que se necesitan para el perfeccionamiento de la gestión
pública y la participación ciudadana.
En el sentido de lo anteriormente expuesto, con el fin de presentar una
solución al problema de la contaminación del caño Leche Miel ubicado en
la zona urbana del Municipio de Monterrey, ocasionada por el mal manejo
de las aguas residuales debido a su falta de mantenimiento e incorrecta
estructuración de las redes de alcantarillado, que violan el derecho a un
ambiente sano de los habitantes cercanos al caño Leche Miel y la falta de
protección del medio ambiente, incumpliendo con la preservación de la
fuentes hídricas, que son utilizadas para el manejo de las aguas tratadas
según lo establece el CONPES 3177 de 2002 sobre el manejo de las
aguas residuales, se plantea una propuesta de recomendación al ajuste
del EOT de Monterrey en referencia al saneamiento básico establecido en
el mismo, con base en la normatividad Constitucional establecida en el
artículo 103, mecanismos de participación del pueblo, y en la
normatividad legal establecida en los artículos 4, 22, 23, 24, de la Ley 388
de 1997, reglamentada por los Decretos 879 de 1998, Decreto 19 de
2912, Decreto 863 de 2009, la Ley 134 de 1994, artículo 141, la Ley 152
de 1994 y la Ley 134 de 1994, los cuales hacen referencia a la
participación de las comunidades en la implementación y desarrollo de los
planes de ordenamiento territorial, en cuanto a la participación de las
comunidades en los temas ambientales, constitucionalmente está
protegido por el artículo 79 que hace referencia a la reglamentación que
hará la ley para que las comunidades puedan participar en las decisiones
que lo afecten.
De igual forma se presenta la propuesta, incluyendo los principios de
justicia ambiental establecidos en La Ley 1454 de 2011, artículo 3,
numerales 7, 8 y 15 que hacen referencia a la participación, la solidaridad
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y equidad territorial, y la equidad social y equilibrio territorial,
respectivamente, además con base en el numeral 6 del mismo artículo
que se refiere a la sostenibilidad ambiental, para que en referencia a ellos
y a la normatividad anteriormente señalada se añada al acuerdo 025 de
2009, el artículo en el que se establezca, el mantenimiento de las redes
de alcantarillado del municipio con el propósito de recuperar las fuentes
hídricas que se han visto afectadas por el vertimiento de aguas residuales
y de igual forma se recomienda a la administración municipal, añadir un
artículo, que con los mapas de la estructura de redes de alcantarillado del
municipio que sean brindados por las Empresas Públicas de Monterrey
S.A E.S.P (que la presente investigación no pudo obtener debido a la falta
de atención por parte de la mencionada empresa) se considere la
reestructuración de las mismas, puesto que debido a la observación
científica realizada se encuentran ubicadas cerca del caño y deben
adecuarse a la normatividad nacional y los señalamientos de las
entidades encargadas de realizar los estudios para el tema.
De igual manera hacer se quiere hacer referencia a la importancia de la
intervención de la Defensoría del Pueblo para que en las funciones que
desempeñan sea la institución idónea para fortalecer los mecanismos
judiciales en vista de la protección del medio ambiente, puesto que con el
fin de establecer la eficacia de la norma ambiental, se hace necesaria la
aplicación de los mecanismos de defensa de los derechos para la
correcta implementación del esquema de ordenamiento territorial y
además para las anteriores falencias que se presentaron frente a la
contaminación del caño leche miel, frente a las cuales no se dio la
respuesta oportuna y pertinente.
En esta razón es importante señalar el artículo 35 del Decreto Ley 019 de
2012 que habla sobre la solicitud de renovación de permisos, licencias o
autorizaciones para las licencias ambientales en las que se podría llegar a
pensar que existe un silencio administrativo para los trámites de la misma,
en razón de la implementación del EOT, en este sentido, la Corte
Constitucional mediante Sentencia C431 del 2000 ha dicho que el silencio
83
administrativo en materia ambiental no opera puesto que violan los
artículos 2, 39 y 80 de la Constitución Política.
La mejoría de la calidad de vida de los habitantes que residen cerca al
caño leche miel, se elevaría en gran magnitud, puesto que, reduciendo la
contaminación que vulnera su derecho a un ambiente sano y protegiendo
las fuentes hídricas como parte del medio ambiente, dejarían de
ocasionarse las enfermedades, los malos olores, la infección del agua,
entre otras, por lo que las poblaciones más vulnerables como los niños
pueden disfrutar de la riqueza hídrica del caño leche miel e incluso se
incentivaría el turismo, ya que su ubicación y senderos ambientales
alrededor se prestan para realizar todo tipo de actividades recreacionales.
La inclusión de las comunidades, en especial de las más afectadas por
este tipo de situaciones, reivindica la concepción política del Estado lejano
a las necesidades de las personas, puesto que en la participación activa
se pueden llegar a acuerdos y consensos sobre los cuales las personas
puedan expresar su opinión e influir en las decisiones de la administración
municipal, cumpliendo así con los fines del Estado, establecidos en la
Carta Política de 1991 y abriendo paso a la nueva cultura política de
cooperación en la que la sociedad involucrada desde la justicia ambiental
pueda realizar aportes significativos para el desarrollo de su territorio.
3.2 VALIDACIÓN
3.2.1 PROPUESTA DE RECOMENDACIÓN AL AJUSTE DEL EOT,
ACUERDO 025 DE 2009, DE MONTERREY- CASANARE
De acuerdo a una investigación realizada en la Universidad Libre,
seccional Bogotá, facultad de Derecho, por la estudiante Jenny Andrea
Delgado Córdoba en alianza con el Instituto Educativo Técnico
Diversificado de Monterrey-Casanare, se realizó una propuesta de
recomendación al Ajuste del EOT establecido en el Acuerdo 025 de 2009
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proferido por el Concejo Municipal, con el fin de realizar algunas adiciones
al capítulo de Saneamiento Básico que se contempla en el mismo.
Respecto a la mencionada investigación, que será anexada a ésta
propuesta, y en relación a la normatividad establecida constitucionalmente
en el artículo 103 que se refiere a los mecanismos de participación del
pueblo y el artículo 79 que establece el derecho a un ambiente sano y
regulación legal para que las comunidades puedan participar en las
decisiones que lo afecten haciendo uso de la normatividad legal instituida
en los artículos 4, 22, 23, 24, de la Ley 388 de 1997, reglamentada por los
Decretos 879 de 1998, Decreto 19 de 2912, Decreto 863 de 2009, la Ley
134 de 1994, artículo 141, la Ley 152 de 1994 y la Ley 134 de 1994, los
cuales hacen referencia a la participación de las comunidades en la
implementación y desarrollo de los planes de ordenamiento territorial. De
igual forma se presenta ésta propuesta, incluyendo los principios de
justicia ambiental establecidos en La Ley 1454 de 2011, artículo 3,
numerales 7, 8 y 15 que hacen referencia a la participación, la solidaridad
y equidad territorial, y la equidad social y equilibrio territorial,
respectivamente, además con base en el numeral 6 del mismo artículo
que se refiere a la sostenibilidad ambiental, se recomienda a la
administración municipal lo siguiente:
1. Incluir al capítulo de saneamiento básico, establecido desde el
artículo 100 que hace referencia a los controles previstos para la
recuperación de fuentes hídricas contaminadas, la realización del
mantenimiento de las redes de alcantarillado del municipio con el
propósito de recuperar las fuentes hídricas, especialmente del
Caño Leche Miel, que se han visto afectadas por el vertimiento de
aguas residuales.
2. Considerar añadir un artículo en el que, con apoyo de las
Empresas Públicas de Monterrey S.A E.S.P. quienes faciliten los
mapas de la estructura de redes de alcantarillado del municipio,
(que la presente investigación no pudo obtener debido a la falta de
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atención por parte de la mencionada empresa), se considere la
reestructuración de las mismas, debido a que en la observación
científica realizada se encuentran ubicadas cerca del caño y deben
adecuarse a la normatividad nacional y los señalamientos de las
entidades encargadas de realizar los estudios para el tema.
De igual forma solicitarle a la Administración Municipal que con base en la
legislación promulgada después del ajuste al EOT realizado en el año
2009, se realice la implementación del mismo procurando la protección
del medio ambiente y los derechos fundamentales de las personas, en el
cual prime se ampare las fuentes hídricas de Monterrey que le otorgan la
gran riqueza ambiental que posee como destino turístico.
Lo anteriormente expuesto se realiza con la finalidad de incluir desde los
preceptos constitucionales y a raíz del nuevo concepto de Justicia
Ambiental, que se ha presentado en diferentes países del mundo, con el
único fin de procurar la justicia social, la protección del medio ambiente y
la participación de las comunidades en los asuntos del Estado,
proyectando así una nueva cultura política de cooperación social.
Atentamente,
JENNY ANDREA DELGADO CÓRDOBA













3.2.2 RESPUESTA INSTITUCIONAL A LA INVESTIGACIÓN
 Frente a la realización de la anterior propuesta se realizó una
alianza con el Rector del Instituto Educativo Técnico Diversificado
del Municipio y una docente quienes serán las personas
encargadas de recibir la propuesta resultante del trabajo de
investigación y la presentarán ante la administración municipal en
la próxima jornada de consulta democrática que se realice sobre la
implementación del ajuste al EOT de 2009 de Monterrey- Casanare
con el fin de obtener una respuesta favorable por parte de la
entidad encargada de la revisión de las recomendaciones que
pueden realizarse en el marco de estas consultas.
Para la verificación de lo anteriormente dicho, anexo la carta
enviada por las personas mencionadas anteriormente.
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CONCLUSIONES
Puedo concluir la monografía estableciendo que a raíz de la investigación
jurídica, socio jurídica e Ius política que se realizó del fenómeno presente
en la población de Monterrey- Casanare, y la utilización del método
Acción-Participación, pueden destacarse aspectos importantes sobre la
inclusión de las comunidades en el desarrollo de las políticas territoriales
sobre temas ambientales, principalmente, puesto que la Constitución
Política así lo establece, tales aspectos son:
 La planeación del ordenamiento territorial desde la perspectiva de
la justicia ambiental expuesta en la investigación, es una tarea que
involucra no solo al Estado desde sus entidades descentralizadas
sino a las comunidades e instituciones que en cooperación con el
desarrollo de un mejor país, pueden presentar propuestas para
mejorar la estabilidad del medio ambiente y la correcta
estructuración de los recursos en función de la protección a los
menos favorecidos.
 La participación de las comunidades afectadas en el desarrollo de
las consultas democráticas para la implementación de los planes
de ordenamiento territorial generan un acercamiento del Estado
con los particulares puesto que se generan una relación de
cooperación y no de autoridad, este aspecto legítima al Estado
Colombiano y genera sentido de pertenencia, además empieza a
crear una cultura de cuidado y respeto por los recursos del
territorio.
 Organizar territorialmente un municipio, en el aspecto fundamental
de saneamiento básico, que ha sido siempre uno de los ligamentos
de las clases menos favorecidas, y tratar de modificar dicha
situación estableciendo una justicia equitativa, desde lo político,
desde la implementación del ordenamiento territorial, es realmente
una característica de equidad social, igualdad, libertad que pone en
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funcionamiento los fines del Estado, tal cual como lo establece la
Constitución.
 Fomentar desde la investigación, un nuevo aspecto al pensamiento
político y su desarrollo en Colombia, como lo es La Justicia
Ambiental, tratar de englobar su valor y aplicarlo a un fenómeno
colombiano que es replica de los antecedentes que fomentaron la
creación de la misma, en mi punto de vista, plantea la formación de
investigadores que busquen que las políticas sociales sean
aplicadas en conexidad a la participación de las comunidades
afectadas, sin necesidad de entablar acciones judiciales que
pueden ser más demoradas.
 Desarrollar el término de la Cultura Política de Cooperación desde
el concepto de Justicia ambiental, para los fenómenos ocurrentes
como las desigualdades sociales, vulneración a derechos
colectivos, desprotección del medio ambiente, y una serie de
afectaciones a las comunidades, puede establecer incluso un
nuevo lineamiento del enfoque del desarrollo del país, en donde el
aspecto económico sea lo urgente, más no lo necesario, como sí lo
sería la búsqueda de soluciones desde el ámbito político, a los
problemas anteriormente mencionados.
 Por último destacar que la principal novedad de la investigación, es
la participación de la comunidad, puesto que sin que legalmente se
posibilitara la presentación de propuestas encaminadas hacia las
recomendaciones a los EOT, no existirían otras vías más que las
judiciales para hacer cumplir los derechos que se vulneran por
fenómenos de descuido de las administraciones municipales. Por
lo tanto es muy importante resaltar la participación ciudadana como
eje central del desarrollo de la justicia ambiental en Colombia.
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